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TEMAS: PRÁCTICA DE PRUEBAS / ESTIPULACIONES ENTRE LAS PARTES / 
DEBE HABER PLENO ACUERDO / EN PRINCIPIO, NO ADMITEN RETRACTACIÓN / 
PERO PUEDE ADMITIRSE ESCUCHAR LA DECLARACIÓN DE TESTIGO QUE SE 
UBICA POSTRERAMENTE EN LUGAR DE VALORAR LA ENTREVISTA ACOGIDA 
COMO PRUEBA DE REFERENCIA. 
 
La situación problemática a la que se contrae la tesis propuesta por el apoderado del 
judicializado JESO consiste en determinar si es procedente ordenar la práctica en juicio del 
testimonio del señor Héctor Mauricio Gutiérrez, no obstante que lo dicho por este a la 
Fiscalía por intermedio de una entrevista, y a la defensa en declaración extraproceso ante la 
Notaría 6ª del Círculo, había sido incorporado a juicio amén de la estipulación probatoria que 
al efecto se realizó. (…) 
 
… el punto objeto de discusión radica en establecer si pese a haberse estipulado 
probatoriamente en desarrollo del juicio oral la entrevista que rindió el señor Héctor Mauricio 
Gutiérrez Cardona ante investigador de la Fiscalía en abril 20 de 2017, lo mismo que la 
declaración juramentada que efectuó en julio 17 de esa misma anualidad ante la Notaría 6ª 
del Círculo de Pereira, al haber sido ubicada dicha persona por parte de la defensa es 
posible aceptarse que rinda testimonio directo en juicio, como lo pregona el defensor… 
 
Según lo establecido en el inciso 4º art. 10 C.P.P., el juez podrá autorizar los acuerdos o 
estipulaciones a que lleguen las partes y que versen sobre aspectos en los cuales no haya 
controversia sustantiva, sin que implique renuncia a derechos constitucionales, siendo ese el 
único límite impuesto por el legislador al respecto. Igualmente, el parágrafo del numeral 4º 
del art. 356 C.P. señala que por estipulaciones probatorias se entienden los acuerdos 
celebrados entre la Fiscalía y la defensa para aceptar como probados alguno o algunos de 
los hechos o sus circunstancias. (…) 
 
… luego de un receso, por parte de la Fiscalía se indicó que se había acordado y por 
consiguiente se daba por un hecho no controvertido que se encuentran como testigos no 
disponibles, entre otros, el señor Héctor Mauricio Gutiérrez Cardona, y que por consiguiente 
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se da como un hecho cierto y no discutido que la entrevista que se le recibió al mencionado 
ciudadano en abril 20 de 2017 ingresaría como prueba de referencia, e igualmente la 
declaración juramentada que dicha persona rindió en julio 17 de 2017 ante la Notaría Sexta 
del Círculo de Pereira. 
 
Tal consenso motivó a la a quo a expresar que no existía controversia, que tanto Fiscalía 
como defensa aceptan la indisponibilidad de los testigos y agotaron los esfuerzos para su 
ubicación, por lo cuales les es imposible hacerlos comparecer al juicio, tal cual así fue 
asentido por los mismos, y por ende admitió tales entrevistas como prueba de referencia y 
que lo dicho sería objeto de valoración. (…) 
 
Como se dijo con antelación, una vez admitida la estipulación probatoria, la misma no puede 
ser objeto de retractación unilateral, como al parecer es lo que advierte la Fiscalía de la 
pretensión defensiva, pero ocurre que lo acontecido en este caso fue algo realmente sui 
generis, y por ende considera la Sala que al haberse logrado obtener la ubicación del testigo 
Héctor Mauricio Gutiérrez se hace necesario escucharlo en juicio en relación con el 
conocimiento que tenga respecto a los hechos materia de averiguación. 

2016-00508 (A) - Práctica de pruebas. Acuerdo entre las partes sobre prueba de 
referencia. Puede ceder para escuchar la declaración 
 
 
TEMAS: PREACUERDOS / CONTROL MATERIAL SOBRE EL PREACUERDO / 
TESIS AL RESPECTO / CASOS EN QUE PUEDEN SER IMPROBADOS POR EL JUEZ / 
SI EL ACUSADO NO REINTEGRA EL INCREMENTO PATRIMONIAL QUE HUBIERA 
OBTENIDO / ESE REINTEGRO DEBE SER POR LO MENOS DEL CINCUENTA POR 
CIENTO. 
 
… el inciso 4º del artículo 351 C.P.P. dispone que los preacuerdos celebrados entre la 
Fiscalía y el acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o 
quebranten garantías fundamentales, las cuales se puede identificar según la ley y la 
jurisprudencia para efectos de improbar un preacuerdo, así: (i) cuando no exista un mínimo 
de prueba para condenar; (ii) cuando razones de justica aconsejan absolver a pesar de la 
aceptación de cargos; (iii) cuando existen vicios del consentimiento en el acusado al 
momento de aceptar los cargos; (iv) cuando se confiere más de un beneficio; (v) cuando se 
desconocen las prohibiciones legales de descuentos en las penas; (vi) cuando hay un 
incremento patrimonial en el procesado y no se garantiza su reintegro; y/o (vii) cuando la 
víctima no es escuchada por el fiscal al momento de la negociación. 
 
De lo anterior se desprende que el juez de conocimiento puede ejercer un control legal y 
constitucional a los preacuerdos que le son puestos en consideración, con el fin de que se 
respeten las garantías fundamentales de las partes e intervinientes en el proceso penal; sin 
embargo, no ha sido uniforme la jurisprudencia en cuanto al control material que puede 
realizar el juez a dichos acuerdos bilaterales. 
 
Acerca del control material se tienen dos posturas: la primera de ellas señala que la 
intervención judicial es necesaria con el fin de no truncar el principio de legalidad, es decir, 
que el juez no puede ser un mero convidado de piedra sin injerencia alguna en la 
actuación…; en tanto, la segunda posición advierte que el juez de conocimiento está 
obligado a aceptar el acuerdo presentado por la Fiscalía, salvo que se desconozcan o 
quebranten garantías fundamentales, como quiera que el fiscal es el dueño de la 
investigación y es quien determina el alcance de los hechos… 
 
Como antecedente se tiene que la H. Corte Suprema de Justicia en principio acogía la tesis 
número uno; sin embargo, a partir principalmente de la sentencia SP 39892 de febrero 06 de 
2013, cambió radicalmente su posición frente al tema y sostuvo en contrario. (…) 
 
Sobre la improcedencia de acuerdos o negociaciones con el imputado o acusado, el artículo 
349 C.P.P. reza:  
 
“Art. 349. En los delitos en los cuales el sujeto activo de la conducta punible hubiese 
obtenido incremento patrimonial fruto del mismo, no se podrá celebrar el acuerdo con la 
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Fiscalía hasta tanto reintegre, por lo menos, el cincuenta por ciento del valor equivalente al 
incremento percibido y se asegure el recaudo del remanente” 

2018-00091 (A) - Preacuerdos. Requisitos. Reintegrar por lo menos el 50% del 
incremento patrimonial. Análisis del control material 
 
 
TEMAS: IMPEDIMENTO / REQUISITOS PARA ADMITIRLO / LAS CAUSALES SON 
TAXATIVAS / NEGAR UN PREACUERDO NO ES CAUSAL / SIN QUE PUEDA 
ASIMILARSE A PRECLUSIÓN / TAMPOCO SE TIPIFICA LA CAUSAL DE HABER DADO 
OPINIÓN SOBRE EL ASUNTO PORQUE NO HUBO VALORACIÓN PROBATORIA. 
 
El instituto de los impedimentos y las recusaciones tiene una clara fuente constitucional, 
pues, de un lado, el artículo 228 de la Carta Política dispone que la Administración de 
Justicia es función pública y sus decisiones son independientes; y, de otro, el artículo 230 
Superior prevé que en sus providencias los jueces sólo están sometidos al imperio de la ley. 
(…) 
 
Está claro que: (i) a los jueces no les está permitido separarse por su propia voluntad de las 
funciones que les han sido asignadas; (ii) a las partes no les está dado escoger libremente 
la persona del juzgador; (iii) las causales que dan lugar a separarse del conocimiento de un 
caso determinado no pueden deducirse por analogía, ni ser objeto de interpretaciones 
subjetivas…; (iv) es menester verificar en el caso concreto cómo la intervención previa del 
funcionario representa un verdadero compromiso que puede ir en contravía de su 
imparcialidad y transparencia en el obrar, y para ello no basta que el funcionario realice una 
valoración apenas tangencial de los elementos materiales probatorios, evidencia física e 
información legalmente obtenida en su conjunto… 
 
Para el caso que concita nuestra atención, el Juez Séptimo Penal del Circuito de Pereira 
expresó su impedimento para conocer de la etapa de juicio seguida contra el ciudadano 
BSCQ, con fundamento en la causal 14 del artículo 56 del C.P.P.; no obstante, debe la 
Corporación decir prima facie, en consonancia con lo mencionado por el Juzgado Primero 
Penal del Circuito, que tal causal no encuadra en la situación que lo motivó a declararse 
impedido, en tanto la actividad que desplegó lo fue en el curso de un preacuerdo mas no de 
una preclusión, como lo expresa la norma, sin que a esta se pueda acudir por vía análoga, 
en tanto los dos institutos son distintos. (…) 
 
En este caso, y en sentir del Tribunal, el Juez Séptimo al momento de invalidar el 
preacuerdo celebrado entre la Fiscalía y el señor BSCQ, hizo alusión a los elementos de 
información existentes, como no podía ser de otra manera, pero su actividad se limitó a 
referirse a los hechos que fueron narrados por el ente persecutor, y con fundamento en una 
apreciación netamente objetiva concluyó que el asunto ameritaba una tipificación distinta 
habida consideración a que lo jurídico no coincidía con lo fáctico, y el juez estaba en el 
deber de intervenir con miras a evitar desafueros, muy particularmente la concesión de un 
prohibido doble beneficio en la negociación. 

2019-00995 (A) - Impedimentos. Las causales son taxativas. No es causal negar 
un preacuerdo. Menos, si no hubo valoración probatoria 
 
 
TEMAS: PREACUERDO / PRINCIPIO DE LEGALIDAD / CONTROL MATERIAL POR 
PARTE DEL JUEZ / POSIBILIDAD DE MODIFICAR LA ACUSACIÓN EN EL 
PREACUERDO / REQUISITOS PARA HACERLO ADMISIBLE / NO SE APRUEBA. 
 
… la SP de la CSJ ha considerado que es posible que la FGN modifique la acusación en el 
preacuerdo, que es lo que debió realizar el delegado del ente acusador en este caso de 
haber anunciado como única rebaja la eliminación de la agravante del numeral 3º del 
artículo 340 del CP, pese a lo cual se acudió a la fórmula de “extraer” esa causal en el caso 
de los señores WAGL y NOQB, con base en el “principio de legalidad”, que es una cosa 
distinta a la dificultad de probar esa circunstancia específica de agravación que se dedujo en 
el contexto fáctico de la imputación contra estos dos procesados. (…) 
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… se entiende que la variación que se podría hacer del preacuerdo (que tendría efectos de 
acusación de haber sido aprobado según el inciso 1º del artículo 293 del CPP), era 
precisamente haber eliminado esa causal de agravación del articulo 340 -2 del CPP, pero no 
excluirla por fuera del preacuerdo, a efectos de reconocer un segundo y tercer beneficio a 
los procesados NOQB y WAGL que fue lo que sucedió en este caso como se explicó 
anteriormente, 
 
En ese sentido se cita lo decidido en el precedente CSJ SP del 28 de octubre de 2015, 
donde se dijo lo siguiente: 
 
“... De tiempo atrás la jurisprudencia se ha referido a la posibilidad que tiene la Fiscalía 
General de la Nación de ajustar la calificación jurídica durante la acusación. Las normas que 
regulan este aspecto y la jurisprudencia de esta Corporación sobre el particular fueron 
analizadas por la Corte Constitucional en la sentencia C-025 de 2010, donde se precisó: 
 
“En este orden de ideas, de conformidad con la jurisprudencia sentada por la Sala Penal de 
la Corte Suprema de Justicia, en materia de aplicación del principio de congruencia en el 
contexto de un sistema penal acusatorio, se tiene que (i) se trata de un principio cardinal que 
orienta las relaciones existentes entre la formulación de la acusación y la sentencia; (ii) su 
aplicación se extiende al vínculo existente entre la audiencia de imputación de cargos y 
aquella de formulación de la acusación; (iii) de allí que esta última no pueda incorporar 
hechos nuevos, es decir, no imputados previamente al procesado; y (iv) lo anterior no 
significa que la valoración jurídica de los hechos deba permanecer incólume, precisamente 
por el carácter progresivo que ofrece el proceso penal. En otras palabras, fruto de la labor 
investigativa desarrollada por la Fiscalía durante la fase de instrucción, es posible, al 
momento de formular la acusación, contar con mayores detalles sobre los hechos, lo cual 
implica, eventualmente, modificar, dentro de unos parámetros racionales, la calificación 
jurídica de los hechos”. 
 
“La anterior doctrina no admite mayor discusión cuando se trata de un trámite ordinario. El 
problema se suscita cuando ese tipo de ajustes se ejecutan  en el acta  de un preacuerdo, 
no como parte de las concesiones hechas al imputado o acusado, sino como producto de 
las valoraciones del fiscal sobre la calificación jurídica correcta para el caso en particular.  
 
“La Sala considera que esos cambios son procedentes, en los mismos términos en que 
podrían hacerse en el trámite ordinario. 
 
“Ahora bien, al hacer uso de esta posibilidad la Fiscalía debe explicar con claridad qué parte 
del contenido del acta corresponde a los ajustes de la calificación jurídica en aplicación del 
principio de legalidad y cuál es el componente del beneficio otorgado en virtud del 
preacuerdo. (…) 
 
“Aunque los ajustes a la calificación jurídica en razón de la aplicación del principio de 
legalidad y el preacuerdo celebrado entre la Fiscalía y la defensa estén en el mismo 
documento, se trata de actuaciones perfectamente diferenciables, frente a las cuales el juez 
cumple funciones distintas. (…) 

2010-00218 (A) - Preacuerdo. Principio de legalidad. Modificación de la 
acusación dentro del preacuerdo. Requisitos. No se aprueba 
 
 
TEMAS: PRECLUSIÓN / POR UNA CAUSAL EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD / 
FUERZA MAYOR O CASO FORTUITO / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA / 
REQUISITOS / DEBE CONTAR CON UN ADECUADO RESPALDO PROBATORIO. 
 
En el presente caso, la preclusión fue solicitada por una delegada del ente acusador, con 
sustento en la causal prevista en el artículo 332-2 del C.P.P., (existencia de una causal que 
excluya la responsabilidad).  
 
Para el efecto sostuvo que el indiciado no incurrió en una conducta culposa, en los términos 
del artículo 23 del C.P., ya que el accidente se produjo por culpa exclusiva de la víctima, 
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quien realizó comportamientos imprudentes e irresponsables que tuvieron injerencia directa 
en su deceso… 
 
… es necesario manifestar inicialmente que la declaratoria de preclusión tiene el efecto de 
extinguir la acción penal. En ese sentido las exigencias y las consecuencias de una 
determinación de esa naturaleza han sido examinadas en la jurisprudencia pertinente de la 
Corte Constitucional donde se expuso: 
 
“Por tratarse de un acto de parte que, no obstante presenta una significativa relevancia 
frente a los derechos de las víctimas y perjudicados con el delito, el legislador penal, 
estableció diversos tipos de controles orientados a preservar el acceso a la justicia de estos 
sujetos procesales. En este sentido, previó que se trata de una solicitud que está regida por 
el principio de legalidad, toda vez que debe ser formulada con apego a unas causales ( 
artículo 332 C.P.P.) acompañada de un adecuado respaldo probatorio, sometida a una 
amplia contradicción argumentativa y probatoria, como quiera que debe ser tramitada en 
audiencia (art. 333 C.P.P.), con la participación de las víctimas, el Ministerio Público y la 
defensa, y definida por el juez de conocimiento mediante sentencia, que contará con los 
recursos de ley”. (…) 
 
“Frente al caso fortuito o fuerza mayor la H. Corte Suprema de Justicia ha dicho: 
 
"[...] Para dilucidar estos cuestionamientos, es necesario memorar, así sea sucintamente, 
que la fuerza mayor o caso fortuito, por definición legal, es 'el imprevisto a que no es posible 
resistir' (art. 64 C.C., sub. art. 1o Ley 95 de 1890), lo que significa que el hecho constitutivo 
de tal debe ser, por un lado, ajeno a todo presagio, por lo menos en condiciones de 
normalidad, y del otro, imposible de evitar, de modo que el sujeto que lo soporta queda 
determinado por sus efectos. 
 
No se trata entonces, per se, de cualquier hecho, por sorpresivo o dificultoso que resulte, 
sino de uno que inexorablemente reúna los mencionados rasgos legales…”. 

2011-00227 (A) - Preclusión. Por fuerza mayor o caso fortuito. Requisitos. 
Demostrar idóneamente la causal invocada. Homicidio culposo 
 
 
TEMAS: NULIDAD / POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA TÉCNICA / SE 
CONFIGURA SOLO POR EL ABSOLUTO ABANDONO DEL DEFENSOR / NO LA 
CONSTITUYE LA CONSIDERACIÓN DE QUE OTRA DEBIÓ HABER SIDO LA FORMA 
DE EJERCER LA DEFENSA. 
 
… la tesis propuesta por el apelante cabalga en la hipótesis del espejo retrovisor al 
cuestionar lo que supuestamente mal hizo su antecesor y lo que él hubiera hecho en el 
evento de haber asumido la Defensa en ese entonces, lo cual constituye una simple y mera 
especulación que desconoce que el nuevo Letrado que ingresa a un proceso lo toma en el 
estado en el que se encuentre y que éticamente le es vedado censurar lo que hizo o dejó de 
hacer su antecesor, salvo claro está que ese Togado haya dejado al Procesado abandonado 
a su suerte a expensas de ser masacrado por la Fiscalía, lo cual, como ya se sabe en 
momento alguna sucedió en el caso en estudio.   
 
Sobre lo anterior, bien vale la pena traer a colación lo que en los siguientes términos dijo la 
Corte:  
 
“La violación al derecho a la defensa real o material, se configura por el absoluto estado de 
abandono del defensor, esto es, una situación de indefensión generada por la inactividad 
categórica del abogado, por lo que no basta, de cara a la prosperidad del cargo, con la 
simple convicción de que la asistencia del profesional del derecho pudo haber sido mejor, 
toda vez que se tiene decantado que la estrategia defensiva varía según el estilo de cada 
profesional, en el entendido de que no existen fórmulas uniformes o estereotipos de acción. 
Es decir, la simple disparidad de criterios sobre un punto no tiene la fuerza de configurar una 
violación al estudiado derecho…” 

2013-04139 (A) - Nulidad procesal. Por ausencia de defensa técnica. Se tipifica 
solo por el abandono absoluto del defensor 
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TEMAS: PRUEBAS / LIBERTAD PROBATORIA / CLASIFICACIÓN / INFORMES DE 
POLICÍA JUDICIAL / NATURALEZA Y ALCANCES PROBATORIOS. 
 
… la Ley 906 de 2004 consagra expresamente el principio de libertad probator ia. En 
efecto, el Art. 373 establece que “los hechos y circunstancias de interés para la solución 
correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este 
código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos 
humanos”. 
 
De acuerdo con lo anterior, en el ámbito del sistema de enjuiciamiento criminal de 
tendencia acusatoria, la Sala ha discernido que los medios cognoscitivos se clasifican en 
cinco categorías, en concreto: “(i) los elementos materiales probatorios y evidencia 
física, (ii) la información,(iii) el interrogatorio a indiciado, (iv) la aceptación del imputado, 
y (v) la prueba anticipa”. A su vez, la Corte tiene dicho que “la información comprende 
los denominados informes de investigador de campo y de investigador de laboratorios, 
conocidos también como informes policiales e informes periciales… y toda fuente de 
información legalmente obtenida que no tenga cabida en la definición de elemento 
material probatorio y evidencia física, como las entrevistas realizadas por policía 
judicial». (…) 
 
Aunque por regla general los Informes de Policía Judicial no son considerados como 
pruebas admisibles en el juicio oral, en el presente asunto los IPJ del 04 de septiembre 
de 2013 y 07 de marzo de 2014 pueden ser admitidos como prueba de acuerdo a lo 
dicho atrás, toda vez que en ellos se da cuenta de las actividades realizadas por los 
investigadores para lograr la identificación y vinculación del ahora Procesado en los 
hechos delictuales que se le endilgan, además de que están siendo introducidos por 
medio del investigador que los elaboró y será el A quo quien al momento de apreciar el 
acervo probatorio determine el poder suasorio que tienen los mismos. 

2014-01041 (A) - Pruebas. Clasificación. Libertad probatoria. Informes de 
Policía Judicial. Naturaleza y alcance probatorio 
 
 
TEMAS: ALLANAMIENTO A CARGOS / CON FINES DE SENTENCIA ANTICIPADA / 
REQUISITOS / DEBE ESTAR PROBADA LA TIPICIDAD DE LA CONDUCTA IMPUTADA / 
CONCIERTO PARA DELINQUIR / RELACIÓN DE CAUSALIDAD ENTRE EL ROL 
DESEMPEÑADO POR EL ENCAUSADO Y LOS FINES PERSEGUIDOS POR LA 
ORGANIZACIÓN CRIMINAL. 
 
Para entrar a resolver el problema jurídico propuesto en precedencia, acorde con los 
reproches que la apelante ha formulado en contra de la decisión opugnada, la Sala 
considera necesario recordarle que por el simple y mero hecho de que un Procesado 
haya decidido aceptar de manera unilateral los cargos endilgados en su contra, a efectos 
de hacerse acreedor de los descuentos punitivos de la sentencia anticipada, no 
necesariamente tal determinación de allanarse a los cargos puede conducir a una 
sentencia condenatoria, ya que como bien nos lo señala el inciso 3º del artículo 40 de la 
Ley 600 de 2.000, es deber del Juez del Conocimiento verificar previamente que dicha 
aceptación de cargos no haya sido producto de una violación de garantías 
fundamentales, las cuales se podrían presentar, entre otras hipótesis, cuando: a) No 
exista por lo menos un mínimo probatorio que derrumbe la presunción de inocencia que 
le asiste al Procesado; b) Que la conducta por la cual el encausado se allanó a los 
cargos no sea punible por ausencia de alguno de los elementos consignados en el 
artículo 9º C.P.; c) Que la acción penal se encuentre extinta por alguna de las causales 
consignadas en el artículo 82 C.P. e) Que el Procesado haya decidido admitir los cargos 
no de manera consciente y voluntaria, sino como consecuencia de un ardid o de una 
inducción en error fraguado ya sea por su Defensor o por la propia Fiscalía; d) que 
existan categóricos elementos de juicio que de manera palmaria demuestren que el 
encausado actuó bajo la égida de alguna de las causales de exclusión de la 
responsabilidad penal consagradas en el artículo 32 C.P. 
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… en algunas ocasiones no basta con la simple militancia de una persona en una 
organización paramilitar, para considerar que de manera automática se estructuró el 
delito de concierto para delinquir, porque es necesaria la existencia una relación de 
causalidad entre el rol desempeñado por el sujeto agente con los fines perseguidos por 
las demás personas que integran esa estructura criminal al momento de concertarse, lo 
cuales, como ya se dijo, no son otros diferentes que el de organizar, promover, armar o 
financiar grupos armados al margen de la ley. 

2017-00119 (A) - Allanamiento a cargos. Para sentencia anticipada. Requisitos. 
Certeza sobre la tipicidad de la conducta 
 
 
TEMAS: NULIDAD PROCESAL /  VARIACIÓN DE LA CALIFICACIÓN JURÍDICA / 
PRINCIPIO DE CONGRUENCIA / CASO EN QUE NO SE VULNERA SI SE LLEGA A 
CONDENAR POR DELITO DIFERENTE AL DE LA ACUSACIÓN / DELITOS 
QUERELLABLES / LO ES EL DE LESIONES PERSONALES SIMPLE / NO EL 
AGRAVADO / SE REVOCA LA NULIDAD DECLARADA. 
 
… en la actualidad la calificación jurídica que en la acusación se les da a los hechos no 
es pétrea ni absoluta, sino que por el contrario es de naturaleza provisional y maleable, 
lo que implica que pueda ser variada por la Judicatura en la sentencia, sin que ello 
implique una vulneración del principio de la congruencia.   
 
Para que lo anterior pueda suceder, acorde con lo dicho por la Corte, es necesario el 
cumplimiento de los siguientes requisitos:  
 
“El juzgador puede alterar la delimitación típica realizada por el ente de persecución 
penal en la acusación, sin quebrantar las garantías fundamentales, siempre que (i) se 
trate de un delito de menor entidad, (ii) que guarde identidad en cuanto al núcleo básico 
o esencial de la imputación fáctica y, (iii) no implique desmedro para los derechos de las 
partes e intervinientes…”. 
 
Por lo tanto, una vez que estén satisfechos dichos requisitos, la Colegiatura puede 
válidamente proferir una sentencia en la cual es factible declarar la responsabilidad 
criminal de un Procesado por incurrir en la comisión de un delito diferente de aquel por el 
cual fue acusado por la Fiscalía… 
 
… de ser cierto que en el presente asunto nos encontramos en presencia de un delito de 
lesiones personales agravadas y no de un punible de lesiones personales simples, ello 
tendría amplias repercusiones en el escenario de los delitos querellables, porque 
solamente el delito de lesiones personales simples, tipificado en el artículo 112 C.P. se 
encuentra dentro del listado de reatos de naturaleza querellable consagrado en el 
numeral 2º del artículo 74 C.P.P. ; lo cual nos quiere decir contrario sensu, que el delito 
de lesiones personales agravadas no es una conducta punible querellable sino de 
investigación oficiosa. 
 
Lo anterior se debe a que el punible de lesiones personales agravadas es un reato de 
naturaleza jurídica diferente del delito de lesiones personales simple, siendo esa la razón 
por la cual al no encontrarse incluido de manera expresa dentro del listado de reatos 
querellables, ello quería decir que se está en presencia de un punible de investigación 
oficiosa. (…) 
 
En suma, al estar en presencia de un delito que no es de naturaleza querellable sino 
perseguible de oficio, ello nos quiere decir que no era necesario acudir a la conciliación 
pre procesal como circunstancia de procedibilidad para poder ejercitar la acción penal, y 
por ende el Juzgado de primer nivel se equivocó al decretar la nulidad procesal con tales 
argumentos. Y al no existir irregularidad alguna que nulitaria el proceso, el Juzgado A 
quo, como ya se dijo en párrafos anteriores, no le quedaba otra vía diferente que la de 
dictar la correspondiente sentencia. 

2017-00529 (A) - Nulidad procesal. Variación calificación jurídica. Caso que no 
vulnera principio de congruencia. Delito no querellable 
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TEMAS: PREACUERDOS / FACULTAD DE LA FISCALÍA PARA REALIZARLOS / 
SU VALIDEZ DEPENDE DE LA APROBACIÓN POR PARTE DE LA JUDICATURA / 
CONTROL DE LEGALIDAD / DEBEN TENERSE EN CUENTA LA PROPORCIONALIDAD 
DE LA PENA, CUANDO EL ACUERDO LA INCLUYA, Y EL APRESTIGIAMIENTO DE LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. 
 
… es cierto que acorde con lo consagrado en el artículo 250 de la Carta y lo reglamentado 
en el libro III título II, capítulo único del Código de Procedimiento Penal, la Fiscalía, con base 
en los postulados del derecho premial, puede entablar negociaciones con su contraparte, a 
fin de procurar la terminación abreviada del proceso, sobre tópicos tales como: a) Los 
términos de la imputación; b) La eliminación en la acusación de una causal de agravación o 
de un cargo específico; c) La tipificación de la conducta de tal manera que implique una 
pena más benigna para el acusado, y d) Los hechos endilgados al procesado y sus 
consecuencias jurídicas.  
 
De igual manera, se debe tener en cuenta que para que dichas negociaciones puedan ser 
catalogadas como válidas, como consecuencia de la aplicación del principio acusatorio, 
acorde con los términos del inciso 4º del artículo 351 C.P.P. las mismas deben de estar 
sujetas o condicionadas a la respectiva aprobación de la Judicatura, quien ejercerá sobre 
ellas una especie de control de legalidad, que en nada sería el propio de una función de 
simples y meros fedatarios o refrendadores de lo hecho por la Fiscalía… 
 
Como ya se dijo, dichas premisas fácticas fueron ignoradas por la Fiscalía al momento de 
negociar con la Defensa el monto de la pena de prisión a imponer al procesado RHF, la que 
en un inmenso acto de generosidad fue pactada en las penas mínimas, o sea 64 meses de 
prisión y multa de 2 smmlv, lo que no se compadece de los postulados que orientan el 
principio de proporcionalidad, el cual hace parte de los principios que orientan las sanciones 
penales… 
 
De igual manera, una pena pactada en 32 meses de prisión y 1 smmlv, sería contradictoria 
de uno de los fines que orientan los preacuerdos, siendo en este caso el aprestigiamiento de 
la administración de justicia, porque no podemos ignorar que estamos en presencia de una 
persona que tiene antecedentes penales vigentes por similar delito por el cual ahora es 
procesado: Tráfico de estupefacientes, y aunque de vieja data  la CSJ ha indicado que la 
reincidencia no es factor de mayor punibilidad, en el presente asunto desconocer el carácter 
de reincidente del Procesado y conceder una pena tan generosa, es equivalente a enviarle 
un mensaje errado a la comunidad en el sentido de establecer que los delincuentes 
contumaces e irredomables son tratados con mano suave, lo que obviamente traería como 
consecuencia que la administración de justicia sea considerada como una especie de 
hazmerreir o un rey de burlas al permitir y prohijar con su aval esa clase de negociaciones 
dadas entre la Fiscalía y la Defensa. 

2018-01079 (A) - Preacuerdos. Tópicos que abarca. Control de legalidad. 
Respeto por proporcionalidad de la pena y prestigio de la justicia 
 
 
 
 

SENTENCIAS 
 
 
TEMAS: INASISTENCIA ALIMENTARIA / VALORACIÓN PROBATORIA / SE 
ABSOLVIÓ / PARA DICTAR SENTENCIA CONDENATORIA NO ES INDISPENSABLE LA 
PLENA IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO / BASTA QUE ESTÉ INDIVIDUALIZADO. 
 
En este caso se deben resolver tres problemas jurídicos: (i) si para la emisión de un fallo 
basta la individualización del procesado o es necesaria su plena identificación; (ii) si los 
datos que se tienen respecto al procesado son suficientes para considerarlo individualizado 
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y/o identificado; y (iii) si se probó más allá de toda duda razonable que el acusado es 
responsable de la conducta punible de inasistencia alimentaria. 
 
En cuanto al primer interrogante el Tribunal se remitirá a la decisión de julio 27 de 2011, 
proceso No 34779, de la Sala de Casación Penal, por medio de la cual se destacó la línea 
jurisprudencial según la cual basta para la emisión de una condena con la individualización 
del procesado. (…) 
 
En relación con el segundo problema jurídico a resolver –si los documentos aportados en el 
juicio oral son suficientes para considerar individualizado o identificado el acusado-, se 
tendrá en cuenta lo siguiente: 
 
Sin discusión alguna, existe una carga por parte de la Fiscalía respecto de su obligación de 
identificar y/o individualizar plenamente a las personas vinculadas en un proceso penal -
artículo 128 C.P.P.-. En este asunto la representante del ente acusador aportó en el juicio 
oral elementos necesarios que permiten establecer que la persona vinculada al proceso 
efectivamente es CAGJ, identificado con la cédula de ciudadanía No 1.088.001.787 
expedida en Dosquebradas (Rda.), y que además es el padre de la menor víctima M.G.O. 
(…) 
 
En ese orden de ideas, la Sala considera que no fue acertado por parte de la funcionaria 
absolver al acusado ante la ausencia del cotejo dactiloscópico, y razón le asistió a la 
delegada fiscal cuando advirtió que concurren elementos necesarios para identificar y/o 
individualizar a la persona que fue convocada a juicio oral. (…) 

2013-00303 (S) - Inasistencia alimentaria. Para condenar es suficiente la 
individualización del procesado. No la plena identificación 
 
 
TEMAS: ACTOS SEXUALES ABUSIVOS / OPORTUNIDAD PARA APELAR / 
POSIBILIDAD DE HACERLO DESPUÉS DE LA AUDIENCIA DE LECTURA DEL FALLO, 
SI LA PARTE JUSTIFICA SU INASISTENCIA A LA MISMA / VALORACIÓN 
PROBATORIA / ABSOLUCIÓN. 
 
Aunque el señor defensor señala que el recurso no se interpuso en debida forma, como 
quiera que se hizo por medio de un escrito y no de manera oral en la audiencia de lectura de 
sentencia, debe decirse que sí se dará trámite al mismo… 
 
Es verdad que el artículo 179 C.P.P. modificado por el art. 91 de la ley 1395/10 dispone que 
el recurso de apelación contra una sentencia se interpondrá en la audiencia de lectura del 
fallo, pero la Sala de Casación Penal en providencia de enero 18 de 2017, radicado No. 
47474, aclaró el rigor de ese entendimiento literal de la siguiente manera: (…) 
 
“La interpretación hermenéutica de ambas disposiciones [artículos 169 y 179 del C.P.P.] 
conduce a que, como quiera que por regla general las providencias se notifican en estrados, 
si alguna parte o interviniente no comparece a la audiencia de lectura de decisión, a pesar 
de haberse hecho la citación en debida forma, se entenderá surtida la notificación en la 
misma audiencia, momento procesal en que resulta oportuna la interposición del recurso de 
apelación, por lo que cualquier manifestación por fuera de la audiencia devendría 
extemporánea. 
 
“Excepción a lo anterior es cuando la parte o interviniente que no comparezca a la audiencia 
justifique su inasistencia por caso fortuito o fuerza mayor, caso en el cual la decisión se 
entenderá notificada en el momento de aceptarse la excusa, momento propicio para la 
interposición de la alzada”. (…) 
 
Del análisis conjunto de la prueba testimonial arrimada al juicio, como corresponde, se hace 
evidente que la mayoría de ellos ningún conocimiento directo tuvieron acerca de la comisión 
de la conducta potencialmente al margen de la ley, pese a que ocurrió en vía pública y a 
plena luz del día, y esa situación obliga a que el juez realice un análisis con mayor 
detenimiento y cuidado acerca de lo dicho por la menor. (…) 
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… luego de una valoración ponderada y concatenada de lo sucedido, es posible asegurar 
que desde el mismo momento en que acaecieron estos episodios no hubo uniformidad y 
coherencia en el relato de la niña afectada. 

2013-00522 (S) - Actos sexuales abusivos. Es posible apelar después de la 
audiencia si se justifica la inasistencia. Valoración probatoria 
 
 
TEMAS: INASISTENCIA ALIMENTARIA / ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL 
HECHO PUNIBLE / EL INCUMPLIMIENTO PARCIAL TAMBIÉN TIPIFICA EL DELITO, 
SIEMPRE QUE IGUALMENTE SEA SIN “JUSTA CAUSA” / NULIDAD / POR 
DESIGNACIÓN DE APODERADO DE OFICIO TENIENDO ABOGADO DE CONFIANZA / 
NO ES CAUSAL. 
 
Expresa el abogado recurrente, que el señor DRSS contó durante la actuación con un 
abogado de confianza, sin que este hubiera renunciado a dicho cargo con presentación 
del paz y salvo, ni existe revocatoria de poder, por lo que no podía la Defensoría Pública 
asumir su representación. 
 
Pues bien, para el Tribunal como también lo fue para el a quo, la argumentación que en 
este sentido trae el recurso es insuficiente para lograr la anulación que ahora se 
pregona… 
 
Como se aprecia, en este caso tanto el procesado como su defensor dejaron de 
comparecer a la actuación, y por ende no tenía opción distinta el funcionario de primer 
nivel que pedir a la Defensoría del Pueblo la designación de un abogado, con miras no 
solo a preservar el derecho a la defensa del acusado, sino que por el transcurso del 
tiempo pudiera presentarse la prescripción de la acción penal, como ya se dijo. (…)  
 
Como lo tiene clarificado la jurisprudencia del órgano de cierre en materia penal, la 
conducta de inasistencia alimentaria que le fuera endilgada al procesado, tiene como 
como elementos constitutivos los siguientes: (i) la existencia del vínculo o parentesco 
entre el alimentante y alimentado; (ii) la sustracción total o parcial de la obligación, y (iii) 
la inexistencia de una justa causa… 
 
Ha señalado el recurrente que su defendido ha efectuado tales aportes parciales, lo cual 
no desconoce la Sala, por cuanto así quedó acreditado en juicio con la información 
entregada por el joven D.A.S.P. y la progenitora, pero frente a ello debe decirse que ese 
acatamiento fragmentario también implica desatención alimentaria, siempre y cuando se 
verifique, desde luego, el ingrediente normativo del tipo. Textualmente se dijo a ese 
respecto:  
 
 “[…] La Corte ha definido (Cas. 21161/06 y 23428/08, entre otras), que el aporte parcial 
de los alimentos debidos configura incumplimiento de la obligación y tipifica el delito de 
inasistencia alimentaria cuando quiera que el sustraerse al pago total de la misma lo es 
“sin justa causa […].” 

2014-04036 (S) - Inasistencia alimentaria. Elementos del delito. Incumplimiento 
parcial también lo tipifica, si no hay justa causa 
 
 
TEMAS: HOMICIDIO AGRAVADO / PRUEBA DE REFERENCIA / PRUEBA DE 
CORROBORACIÓN PERIFÉRICA / COMPLICIDAD / REQUISITOS / CONTRIBUCIÓN 
PREVIA, CONCURRENTE O POSTERIOR / NO BASTA ESTAR EN EL LUGAR DE LOS 
HECHOS. 
 
… con respecto a lo que se ha dado en llamar “prueba de corroboración periférica”, 
misma que guarda íntima relación con la prueba de referencia, a saber:  
 
“[…] Es decir, que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria 
compete estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al 
contenido de aquella y que comprometa la responsabilidad del acusado. 
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“En la labor verificadora y con sustento en el principio de libertad probatoria que regla el 
artículo 373 de la Ley 906 de 2004, según el cual, los hechos y circunstancias de interés 
“para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios 
establecidos en este Código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole 
los derechos humanos”, entre ellos, los indicios, el operador puede basar el juicio de 
responsabilidad del acusado, siempre y cuando se arribe al grado de conocimiento más 
allá de toda duda”. (…) 
 
Con miras a determinar si en efecto nos encontramos ante una complicidad, es 
necesario partir de lo indicado por la jurisprudencia nacional, en el sentido que se debe 
establecer la contribución previa, concurrente o posterior a la ejecución del ilícito. Al 
respecto se ha indicado: 
 
“… la jurisprudencia pacífica exige, entre otros requisitos:  
 
“c) Que los dos intervinientes -autor y cómplice- se pongan de acuerdo en aquello que 
cada uno de ellos va a realizar, convenio que puede ser anterior a la comisión del hecho 
o concomitante a la iniciación y continuación del mismo, y tácito o expreso.  
 
“d) Que exista dolo en las dos personas, es decir, tanto en el autor como en el cómplice.  
 
“De esta manera, para que sea adecuada la atribución a título de cómplice lo debido 
demostrar no es que la persona estuvo presente cuando se ejecutó el hecho, sino que 
conocía su naturaleza delictuosa y tuvo la voluntad -antes o durante su ejecución- de 
contribuir al mismo, para lo cual se concertó con el autor o autores y acordó su particular  
intervención en el mismo, así esta fuese posterior”. 

2017-00032 (S) - Homicidio agravado. Prueba de referencia. Complicidad. 
Requisitos. No basta estar en el lugar de los hechos 
 
 
TEMAS: TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES / VALORACIÓN PROBATORIA / 
INDICIO CONTINGENTE / CONSTITUYE APENAS UN INFERENCIA DE PROBABILIDAD 
/ INDICIO NECESARIO / DIFERENCIA EN CUANTO A SU FUERZA DEMOSTRATIVA. 
 
De lo anterior se desprende con meridiana claridad, que los datos entregados por la 
fuente humana eran verídicos, en tanto se corroboró con los hallazgos de los 
funcionarios de Policía Judicial del CTI, que en el citado inmueble sí se conservaba 
sustancia estupefaciente que no era para el consumo propio ya que nada se dijo acerca 
de que el acá comprometido o algún miembro de la familia tuviera la condición de adicto, 
sino que, por el contrario, las características de todo lo descubierto hacía inferir que los 
fines eran distintos. (…) 
 
Así las cosas, en sentir de la Sala mayoritaria, las pruebas válidamente allegadas 
permiten colegir el compromiso del hoy procesado en la ilicitud, esto por  cuanto el 
informante refirió que precisamente en la residencia ocupada por alias “Balín” y que 
fuera verificada por el investigador Libaniel Trejos, se podría encontrar sustancia que al 
parecer era utilizada para su distribución, y en efecto en la diligencia de allanamiento se 
corroboró la existencia de la sustancia prohibida en las circunstancias particulares ya 
anotadas. 
 
En la inicial ponencia presentada por el magistrado Manuel Yarzagaray, se sostuvo que 
aquí solo se tenía la existencia de un único indicio grave pero contingente, el que era 
insuficiente para condenar, esto es, el haberse encontrado el material alucinógeno en la 
residencia habitada por el encartado, y que todas las restantes informaciones obtenidas 
convergían a lo mismo en aplicación del principio de unidad de indicio el cual indica que 
un solo hecho indicador no se puede fraccionar para generar de allí una pluralidad 
indiciaria, lo cual es absolutamente cierto; empero, lo que observa la Sala Mayoritaria, es 
que en esa inicial ponencia se pasó por alto y no se dijo nada respecto a un dato que se 
debe tener como relevante por configurar un indicio independiente y autónomo, nada 
distinto a que en la habitación del señor JCHV se encontró una gramera digital.  
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SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
 
Por medio de la presente dejo sentada las razones y demás motivos por las cuales discrepo 
de la posición asumida por la Sala mayoritaria al momento de desatar el recurso de alzada 
interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia proferida por el Juzgado 2º Penal del 
Circuito de esta localidad en las calendas del 12 de octubre de 2018, en virtud de la cual se 
declaró la responsabilidad criminal del Procesado JCHV, por incurrir en la comisión del delito 
de tráfico de estupefacientes. 
 
Soy de la opinión que en el presente asunto no se cumplían con el mínimo de los requisitos 
exigidos por el artículo 381 C.P.P. para poder proferir una sentencia condenatoria en contra 
del acusado JCHV, por cuanto la única prueba que tenía la Fiscalía en contra del Procesado 
de marras, en lo que atañe con el requisito de la responsabilidad criminal, era un indicio 
único, el cual, como es bien sabido, jamás de los jamases puede servir de fundamento para 
edificar un fallo de condena. (…) 
 
En lo que atañe con los indicios contingentes, no es posible que con un solo indicio de tal 
naturaleza sea posible llegar a ese absoluto grado de certeza sobre la responsabilidad 
criminal del acusado, requerido tanto por los artículos 7º, inciso 3º, y 381 C.P.P. para poder 
dictar una sentencia de carácter condenatorio, si partimos de la base consistente en que 
dichos indicios se caracterizan porque el hecho indicado o desconocido «apenas constituye 
una inferencia de probabilidad.»…  
 
Situación de indeterminación que no ocurriría en los denominados indicios necesarios, en 
los cuales el juicio de probabilidad es supremamente absoluto, por cuanto como 
consecuencia de las repercusiones que en ellos han tenido algunas leyes de la naturaleza o 
científicas, ellas inciden para que la ocurrencia de algunos hechos de manera irremediable 
deban ser consecuencia de que sucedan ciertos eventos. 

2017-01563 (S) - Tráfico de estupefacientes. Valoración probatoria. Indicio 
contingente. Constituye solo inferencia de probabilidad (SV) 
 
 
TEMAS: TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES / DESTINO DEL VEHÍCULO 
INCAUTADO / COMO NO SE SOLICITÓ NI PRACTICÓ MEDICA CAUTELAR SOBRE EL 
MISMO, COMPETE A LA FISCALÍA DECIDIR SI LO ENTREGA O PROMUEVE EL 
PROCESO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO. 
 
… entre las medidas cautelares existe la incautación –la cual recae sobre bienes muebles- y 
la ocupación -que recae sobre bienes inmuebles-, las cuales tienen como finalidad sacar del 
comercio los bienes y recursos considerados como susceptibles de comiso, mientras se 
toma una decisión definitiva al respecto. Y que existen las medidas jurídicas de protección, 
entre las cuales está la suspensión del poder dispositivo de los bienes sujetos a registro. 
 
Es abiertamente comprensible e indiscutible, que para garantizar el comiso de un bien que 
fue utilizado para la realización de un injusto, se requiere que PREVIAMENTE la Fiscalía 
haya solicitado ante el juez de control de garantías alguna de las dos medidas cautelares 
dispuestas por el código de procedimiento penal, ya sean ellas materiales o jurídicas. Sin 
embargo, analizado con detenimiento este asunto, se observa que la Fiscalía no hizo 
ninguna solicitud de medida cautelar del vehículo marca Hyundai de placa GGK-923, toda 
vez que revisado el audio de la audiencia de formulación de imputación no se aprecia 
petición alguna en tal sentido… 
 
… ante la ausencia de una medida cautelar contra el referido bien, no le corresponde a la 
judicatura resolver sobre la entrega del mismo; en consecuencia, fue acertada la decisión de 
la falladora de primer nivel en el sentido de disponer que sea la Fiscalía General de la 
Nación quien frente al vehículo marcha Hyundai GGK-923 tome uno de los siguientes dos 
caminos: (i) entrega el automotor; o (ii) lo deja a disposición de la Fiscalía de Extinción de 
Dominio. 

2019-00500 (S) - Trafico estupefacientes. Vehículo. Sobre entrega o extinción 
de dominio decide la Fiscalía. No hubo medida cautelar 
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TEMAS: HOMICIDIO CULPOSO EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO / 
RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO / ANÁLISIS PROBATORIO / DEBER OBJETIVO DE 
CUIDADO / ABSUELVE. 
 
… se puede concluir que en el caso sub examen no existe prueba suficiente para 
declarar la responsabilidad del procesado, por imposibilidad de demostrar que su 
conducta quedaba excluida del concepto de ámbito de protección de la norma, como se 
ha indicado así: 
 
“Para evitar que quien realice un comportamiento imprudente deba cargar con todas las 
consecuencias que el mismo acarree, la doctrina desarrolló el criterio del fin protector de 
la norma, en virtud del cual “cuando se produce una infracción al deber objetivo de 
cuidado de la cual se deriva la producción de un resultado típico, para poder imputar ese 
resultado típico como obra del actuar imprudente del autor, se requiere demostrar que 
ese resultado es precisamente aquel, o se encuentra dentro de aquellos que la norma 
infringida por el actuar imprudente pretendía evitar”. Así las cosas, “si el resultado típico 
producido desborda los límites del fin de protección, es decir, no es el que la norma 
pretendía evitar, no se puede imputar objetivamente al autor como suyo, 
independientemente de que su comportamiento haya sido una de las causas del mismo”.  
 
Entre la creación del riesgo y la producción del resultado, para que pueda imputarse 
éste, debe existir un nexo jurídico esencial o, según lo ha señalado la jurisprudencia de 
la Corte, una relación jurídica de fundamento a consecuencia o, lo que es lo mismo, la 
demostración de que ésta es obra del procesado. No basta la causalidad, entonces, para 
la imputación jurídica del resultado, conforme se establece en el artículo 9º del Código 
Penal”. 

2012-04950 (S) - Homicidio culposo en accidente de tránsito. Responsabilidad 
del acusado. Deber objetivo de cuidado. Valoración probatoria 
 
 
TEMAS: FRAUDE PROCESAL Y FALSEDAD EN DOCUMENTO PÚBLICO / 
COAUTORÍA FUNCIONAL POR DOMINIO DEL HECHO / VALORACIÓN PROBATORIA / 
PRINCIPIO DE LA DOBLE CONFORMIDAD. 
 
… se cita lo manifestado en la sentencia CSJ SP del 2 de septiembre de 2009 en torno 
al tema de la coautoría así: 
 
“… De conformidad con el artículo 29.2 de la ley 599 de 2000, son “coautores los que, 
mediando un acuerdo común, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la 
importancia del aporte”. 
 
Lo característico de ésta forma plural está dado en que los intervinientes despliegan su 
comportamiento unidos por una comunidad de ánimo, esto es, por un plan común, 
además, se dividen las tareas y su contribución debe ser relevante durante la fase 
ejecutiva pues no cabe la posibilidad de ser coautor después de la consumación de la 
conducta punible”. (…) 
 
En ese orden de ideas queda claro que pese a haberse demostrado la conducta de 
falsedad en documento privado en lo relativo a la alteración del documento de traspaso 
del automotor, por la colocación de una firma y huella falsas, para hacer constar que ese 
documento estaba suscrito también por el señor Gustavo de J. Martínez, como 
copropietario de la buseta que fue enajenada en favor de LHJO, lo anterior conduce a 
plantear que si bien los acusados no realizaron directamente la conducta descrita en el 
artículo 289 del CP, si era posible sustentar la acusación como coautores de tal acto, a 
partir de la teoría del codominio funcional del hecho referida en el precedente CSJ SP 
del 2 de septiembre de 2009, radicado 29221… 
 
En atención a lo expuesto hay que manifestar que en el caso sub examen se advierte 
que la conducta de los procesados puede ubicarse dentro de los lineamientos de la 
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teoría de la coautoría funcional por dominio del hecho, en razón de los fines propios de 
las conductas contra la fe pública y la administración de justicia…  
 
En reciente pronunciamiento del 3 de abril de 2019, la SP de la CJS mediante 
providencia AP1263-2019 radicado al No. 54.215, M.P. Eyder Patiño Cabrera, refirió: 
 
“2.1. Con el Acto Legislativo 01 de 2018 se implementó en Colombia, además del 
principio de la doble instancia para los aforados, el derecho a impugnar la primera 
sentencia condenatoria. Fue así como en el artículo 3°, por el cual modificó el 235 de la 
Carta Política, atribuyó a la Sala de Casación Penal (numeral 7), la competencia para 
conocer de la solicitud de doble conformidad de la primera condena proferida por los 
tribunales superiores o militares”. 

2013-00190 (S) - Fraude procesal. Falsedad en documento público. Coautoría 
funcional. Valoración probatoria. Ppio de la doble conformidad 
 
 
TEMAS: HOMICIDIO CULPOSO EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO / 
RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO / POSICIÓN DE GARANTE DEL CONDUCTOR 
DEL VEHÍCULO CAUSANTE DEL ACCIDENTE / ARTÍCULO 25 DEL CÓDIGO PENAL. 
 
… se debe hacer referencia a la posición particular del señor A.N.A. frente a sus deberes 
de protección del bien jurídico de la vida y la integridad personal, que se tienen que 
resignificar a partir del concepto del deber de garante que le correspondía asumir en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del CP, tema que ha sido examinado en la 
jurisprudencia de la SP de la CSJ, concretamente en la sentencia del 4 de febrero de 
2009, con radicado 26409,en la cual se expuso lo siguiente: 
 
“(…) El artículo 25 de la Ley 599 de 2000 es la fuente de dicha responsabilidad al 
disponer que la posición de garante asignada por la Constitución o la ley impone al 
sujeto el deber jurídico de impedir la ocurrencia del resultado típico y lo hace 
responsable por su acaecimiento. Dice al respecto la disposición en cita:  
 
“Artículo 25. Acción y omisión. La conducta punible puede ser realizada por acción o por 
omisión. 
 
“Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción 
típica y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena 
contemplada en la respectiva norma penal. A tal efecto, se requiere que el agente tenga 
a su cargo la protección en concreto del bien jurídico protegido, o que se le haya 
encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme 
a la Constitución o a la ley. (…) 
 
“Sobre la posición de garante esta Corporación ha sostenido que: 
 
“Posición de garante es la situación en que se halla una persona, en virtud de la cual 
tiene el deber jurídico concreto de obrar para impedir que se produzca un resultado 
típico que es evitable. 
 
“Cuando quien tiene esa obligación la incumple, y con ello hace surgir un evento lesivo 
que podía ser impedido, abandona la posición de garante”. (…)  
 
En ese orden de ideas, se concluye que si el procesado hubiera observado la debida 
diligencia y evitado llevar a cabo la maniobra de adelantamiento en curva con invasión 
de carril contrario por el cual se desplazaban las víctimas, no se habría presentado la 
colisión con la motocicleta y por ende su comportamiento imprudente se tradujo en un 
incremento del nivel de riesgo permitido que tuvo injerencia en el resultado producido; 
situación que es la que finalmente determina la existencia de una relación causal entre la 
conducta del acusado y las muertes ocasionadas. 

2014-00921 (S) - Homicidio culposo en accidente de tránsito. Responsabilidad 
del acusado. Posición de garante del conductor. Art. 25 CP 
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TEMAS: ESTAFA AGRAVADA / SUBROGADO DE LA SUSPENSIÓN 
CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA / AUTORIZA DENEGARLO EL 
REQUISITO SUBJETIVO DE TENER ANTECEDENTES PENALES, AUNQUE LA 
CONDENA SEA INFERIOR A CUATRO AÑOS / RECURSO DE APELACIÓN / 
SUSTENTACIÓN / PRINCIPIO DE CARIDAD. 
 
… la Sala es de la opinión que el recurrente no cumplió con la carga procesal que le asistía 
de sustentar en debida forma el recurso de apelación que interpuso en contra de la 
providencia confutada, ya que se reitera que la paupérrima e inconducente argumentación 
de la tesis de la discrepancia propuesta en la alzada en momento alguno rebatía o 
desvirtuaba el contenido de la decisión confutada. 
 
Tal situación en un principio conllevaría a que la Sala, acorde con lo consagrado en el ya 
aludido el artículo 179A C.P.P. procediera a declarar desierto el recurso de apelación 
interpuesto por el procesado LOG.  
 
Pero, pese a lo anterior, la Sala no puede desconocer que el recurrente es el Procesado, de 
quien se presume que no tiene amplios conocimientos jurídicos, por lo que en lo que atañe 
con la sustentación de una alzada no se le pueden exigir los mismos rigores que se esperan 
de una persona versada en ciencias jurídicas. (…) 
 
Ante tal situación, la Colegiatura considera que las deficiencias en las que incurrió el 
apelante en la sustentación de la alzada, pueden ser enmendadas mediante el principio de 
“Caridad”… 
 
… si bien es cierto que el Procesado fue condenado a una pena de 32 meses de prisión, la 
cual por no exceder de los 4 años, en un principio daría pie para pensar que debía hacerse 
acreedor del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, tal como lo 
preceptúa el # 1º del artículo 63 C.P., el cual regula las hipótesis de procedencia del 
subrogado sin necesidad de hacer análisis del requisito subjetivo. 
 
Pero de igual manera no se puede desconocer que acorde con los documentos allegados 
por la Fiscalía, se desprende que el Procesado presenta un amplio prontuario criminal, tanto 
es así que en la actualidad tiene antecedentes penales vigentes por los delitos de estafa, 
falsedad en documentos públicos y fraude procesal. Tal situación implicaría que se esté en 
presencia de la hipótesis regulada en el inciso 2º del artículo 63 ibídem, la que faculta al 
Juzgador para que pueda llevar a cabo los análisis subjetivos del caso en aquellos eventos 
en los cuales el Procesado, pese a que en su contra se imponga una pena inferior a los 4 
años de presión, detente antecedentes penales vigentes. 

2009-00087 (S) - Estafa agravada. Suspensión condicional de la pena. 
Requisitos subjetivos. Apelación. Principio de caridad 
 
 
TEMAS: FALSEDAD EN DOCUMENTO PÚBLICO Y OTROS / VALORACIÓN 
PROBATORIA / PRUEBAS DE REFERENCIA / HIPÓTESIS DE ADMISIBILIDAD / SE 
ABSUELVE A LA ACUSADA. 
 
El testimonio rendido por el investigador Andrés Antonio Amelines Acosta carece de todo 
valor probatorio pese a que en un principio podría ser considerado como una prueba de 
referencia en la modalidad de “Testigo de oídas”, por cuanto lo único que hizo fue replicar, a 
modo de una caja de resonancia, todo lo que a él le dijo la Sra. Ana Saturia Narváez en el 
devenir de una diligencia de interrogatorio de indiciado, en la que efectuó unos 
señalamientos en contra de TAS como la persona que la llevó hacia la Notaria de Mistrató 
para que firmará la escritura pública en la que Humberto de Jesús Holguín, valiéndose de un 
mandato falso, le vendía a Ella un inmueble de propiedad de José de Jesús Arcila.   
 
Luego, como ya se dijo, si bien es cierto que en un principio no existiría duda alguna que los 
dichos del testigo Andrés Antonio Amelines Acosta podrían ser apreciados como prueba de 
referencia, de igual manera no se puede desconocer que se estaría en presencia de una 
prueba de referencia inadmisible por no cumplirse con ninguna de las hipótesis de 
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admisibilidad excepcional de las pruebas referencia consagradas en el artículo 438 C.P.P. 
(…) 
 
… igualmente en la actuación no existen pruebas que de manera indubitable demuestren 
que la procesada TAS se encuentre involucrada en la falsificación de dicho instrumento 
público, porque de un análisis del testimonio rendido por la Sra. Lucelly Valencia Díaz, no se 
logra demostrar con absoluta certeza que la acusada haya tenido algún tipo de injerencia en 
la elaboración de la escritura pública falsa. (…) 
 
Por otra parte en lo que tiene que ver con el testimonio absuelto por el Notario Alfredo 
Torres (q.e.p.d), no es cierto lo dicho por la apelante que ese testigo hizo señalamientos 
directos en contra de la Procesada como la persona que pretendió llevar a la Notaria la 
aludida escritura pública falsa, porque el testigo de marras, de manera genérica se refiere es 
a las sospechas que tenia del actuar de la acusada. 

2011-00644 (S) - Falsedad documento público y otros. Valoración probatoria. 
Prueba de referencia. Hipótesis de admisibilidad 
 
 
TEMAS: ADMINISTRACIÓN DESLEAL Y OTROS / PRINCIPIO DE CONGRUENCIA / 
CONSONANCIA ENTRE LA ACUSACIÓN Y LA SENTENCIA / ERROR DE TIPO / COMO 
CAUSAL DE EXCLUSIÓN DE RESPONSABILIDAD / EFECTOS DE DECISIÓN CIVIL EN 
EL CAMPO PENAL / ORDEN DE CAPTURA / PROCEDE ANTES DE QUE EL FALLO 
CONDENATORIO ADQUIERA EJECUTORIA, AUNQUE NO EXISTA MEDIDA DE 
ASEGURAMIENTO PREVIA. 
 
… el principio de la congruencia hace parte de ese cúmulo de garantías que el artículo 29 de 
la Carta ha denominado como Debido Proceso, el cual exige que entre la acusación y la 
sentencia deba existir una especie de relación de consonancia o de correspondencia en lo 
que tiene que ver con los hechos demostrados en el proceso y la calificación jurídica dada a 
los mismos, lo que quiere decir que los cargos formulados en la acusación, en su contexto 
factico-normativo, deben ser los mismos o afines a aquellos por los que en la sentencia se 
ha declarado la responsabilidad criminal del acusado. Razón por la cual se ha dicho que la 
acusación se erige como el límite de la sentencia o el norte que esta debe seguir, y por 
ende, por regla general, la sentencia no puede desbordarse de los parámetros trazados en 
el libelo acusatorio. (…) 
 
… el error de tipo… es una causal de exclusión de la responsabilidad penal consagrada en 
el # 10º del artículo 32 C.P. la cual se fundamenta en el conocimiento o la creencia 
equivocada que tiene el sujeto activo respecto de alguno de los elementos descriptivos y 
normativos del tipo objetivo… 
 
Es de anotar que acorde con la doctrina, dicho error de tipo:  
 
“Puede versar sobre: 1) el objeto material: la persona autorizada para llevarse una cosa por 
equivocación se lleva otra diferente; 2) el sujeto activo: el autor cree que no puede ser sujeto 
activo del delito; 3) el sujeto pasivo: el autor cree que la persona ha muerto y le sepulta no 
obstante que está viva, y 4) la conducta: el sujeto cree que suministra al enfermo el remedio 
y le da una sustancia tóxica…” 
 
… en el proceso civil se dio por probado que era producto de una ficción, solo para efectos 
contables y tributarios, la deuda contraída, a partir de su creación, por la sociedad 
“Inversiones Gofra S.A.S” con los Sres. Alfonso Gómez Naranjo (Q.E.P.D.) y Amparo 
Gómez de Gómez. E igualmente que pese a ser una deuda ficticia, la misma se extinguió 
como consecuencia de un contrato de transacción en el que los acreedores manifestaron 
que la sociedad de marras se encontraba a paz y salvo con ellos. Asimismo, en dicho 
proceso también se dio por probado que era inexistente el negocio jurídico de mutuo que dio 
lugar a las letras de cambio giradas a favor de la Sra. DGF… 
 
Para la Sala, no existe duda alguna que lo resuelto y decidido en el proceso civil tiene 
efectos vinculantes en el proceso penal, porque está más que claro que entre ambos 
procesos existían una serie vasos comunicantes que obraban a modo de comunes 
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denominadores, tanto es así que en un principio pudieron incidir para que tuviera lugar el 
fenómeno de la prejudicialidad civil en lo penal… 
 
… la Sala de Decisión de la Corporación se encuentra divida en el análisis, porque mientras 
el magistrado MANUEL YARZAGARAY BANDERA -inicial ponente- es del criterio que se 
debe revocar la orden de captura emitida en contra de los procesados por parte de la 
primera instancia, para en su lugar disponer que la misma quede suspendida hasta tanto el 
fallo adquiera ejecutoria, la Sala Mayoritaria considera que el juez de instancia tenía facultad 
para obrar en la forma en que lo hizo y que por tanto la privación de la libertad no se torna 
en ilegal o arbitraria. (…) 
 
La H. Corte Suprema de Justicia considera que la regla es la emisión de la orden de 
captura, en tanto la excepción es la permanencia de la libertad; es decir, que no se requiere, 
a voces del artículo 450 de la Ley 906/04, la existencia previa de una medida de 
aseguramiento de detención preventiva. Lo dicho, con fundamento en que unos son los fines 
de las medidas de aseguramiento y otros los fines de la sentencia condenatoria. Así las 
cosas, si el fallador no va a librar la orden de captura para hacer efectiva la condena, debe 
motivar las razones para no hacerlo. 
 
ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTOR MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
 
… soy de la opinión consistente en que erró el Juzgado de primer nivel, a partir del momento 
en el que ordenó que de manera inmediata se hiciera efectiva la pena de prisión domiciliaria 
impuesta a los Procesados…, quien sin ofrecer ningún tipo de explicación ni de 
argumentación que justificara semejante decisión, no tuvo en cuenta que a los encausados 
no se les definió la situación jurídica con medida de aseguramiento alguna, lo que implicaba 
que Ellos, acorde los postulados del principio de la afirmación de la libertad, consagrado en 
el artículo 295 C.P.P. debían permanecer en libertad hasta tanto no cobrara firmeza lo 
resuelto y decidido en el fallo opugnado. 

2014-06055 (S) - Administración desleal. Ppio de congruencia. Error de tipo. 
Efectos decisión civil. Captura sin medida de aseguramiento previa (AV) 
 
 
TEMAS: INASISTENCIA ALIMENTARIA / ELEMENTOS QUE ESTRUCTURAN EL 
DELITO / OBJETIVOS Y SUBJETIVOS / INCUMPLIMIENTO SIN JUSTA CAUSA / 
EXCLUSIÓN PROBATORIA / ADVERTENCIA MIRANDA. 
 
… los elementos que caracterizan la estructura típica del delito de inasistencia 
alimentaria, serían los siguientes:  
 
1) La existencia de una obligación legal por parte de una persona a suministrar 
alimentos respecto de otra u otras. 
 
2) La necesidad del alimentario de percibir lo que ha sido denominado como 
alimentos.  
 
3) La capacidad económica del alimentante. 
 
4) El comportamiento omisivo del alimentante al incumplir de manera injustificada 
con sus obligaciones alimentarias.  
 
Al aplicar lo antes expuesto al caso subexamine, la Colegiatura observa que en la 
actuación no existe duda probatoria alguna del cumplimiento de los dos primeros 
aludidos requisitos, puesto que está demostrado tanto la necesidad de los alimentarios 
de percibir alimentos, como los vínculos de consanguinidad que lían a los agraviados 
con el Procesado, el cual es su padre; siendo por lo tanto el tema en disputa el 
determinar si se cumplen o no con los otros dos requisitos restantes… 
 
… si bien es cierto el señor MAD no ha tenido una amplia estabilidad laboral y solo ha 
laborado por días como ayudante de construcción, como él lo refirió en su declaración, 
también es cierto que el procesado en ningún momento entregó a los menores algún 

https://tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2019/Sala_Penal/Dr._Yarzagaray_Bandera/09.Septiembre/Sentencias/2014-06055%20%28S%29%20-%20Administracion%20desleal.%20Ppio%20de%20congruencia.%20Error%20de%20tipo.%20Efectos%20decision%20civil.%20Captura%20sin%20medida%20de%20aseguramiento%20previa%20%28AV%29.docx
https://tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2019/Sala_Penal/Dr._Yarzagaray_Bandera/09.Septiembre/Sentencias/2014-06055%20%28S%29%20-%20Administracion%20desleal.%20Ppio%20de%20congruencia.%20Error%20de%20tipo.%20Efectos%20decision%20civil.%20Captura%20sin%20medida%20de%20aseguramiento%20previa%20%28AV%29.docx


dinero, aunque fuere proporcional a sus pocos ingresos, lo cual evidencia su falta de 
voluntad y compromiso con el cumplimiento de su obligaciones alimentarias para con sus 
hijos menores… 
 
Por otra parte, si bien es cierto que le asiste la razón a los reproches que el recurrente 
ha efectuado sobre apartes de la declaración absuelta por el investigador del CTI Kevin 
Cuello Castro, cuando adujo que durante las pesquisas que adelantaba para verificar el 
arraigo del Procesado, sostuvieron un dialogo, en el cual el encausado le dijo que 
respecto de sus actividades labores tenia ingresos mensuales de 689 mil pesos, por 
cuanto lo declarado en tales términos por el investigador debe ser catalogado como 
ilegal por contrariar el debido proceso, lo que implicaba que al ser objeto de la sanción 
procesal consagrada tanto en el inciso final del artículo 29 de la Carta y el 23 C.P.P. 
debía ser excluido del proceso, ya que el investigador al interrogar al indiciado sobre 
tales tópicos, acorde con lo que en el mundo jurídico se conoce como la ADVERTENCIA 
MIRANDA, le asistía la obligación de informarle al “entrevistado” del derecho que tenia 
de no auto incriminarse y de que todo lo que iba a decir podía ser utilizado en su contra 
dentro del proceso que se le adelantaba por el delito de inasistencia, pero al parecer no 
lo hizo, lo que en consecuencia generó la ilegalidad de dicha “entrevista informal”.  
 
Pero es de anotar que la exclusión de dicha prueba no genera ningún efecto en lo que 
tiene que ver con la acreditación de la capacidad económica del Procesado, porque en el 
proceso existen otras pruebas independientes, entre ellas el indicio deducido por la Sala, 
que demuestran que el encausado si tenía la capacidad económica suficiente como para 
cumplir con las obligaciones alimentarias para con sus menores hijos, pero que decidió 
no hacerlo. 

2015-00610 (S) - Inasistencia alimentaria. Elementos que estructuran el delito. 
Incumplimiento injustificado. Advertencia Miranda 
 
 
 
 

ACCIONES DE TUTELAS 
 
 
TEMAS: DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / 
SENTENCIA PROFERIDA POR LA JURISDICCIÓN INDÍGENA / DEBE RESPETAR LAS 
GARANTÍAS CONSTITUCIONALES / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL / DEFECTO PROCEDIMENTAL 
ABSOLUTO / NO SE CONCEDIÓ OPORTUNIDAD AL PROCESADO DE DEFENDERSE 
PERSONALMENTE O POR INTERMEDIO DE SU FAMILIA. 
 
Como quiera que en esta acción se ataca una determinación adoptada por una autoridad 
indígena…, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la 
procedencia de la tutela, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de 
fondo al caso concreto. 
 
La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional recopiló y reiteró los requisitos generales 
para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de 
procedencia especiales de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la 
sentencia C-590/05 (…) 
 
El actor hizo alusión a los hechos que en su sentir vulneraron derechos fundamentales, y 
los cuales acaecieron en el proceso que por la conducta de homicidio se adelantó por 
parte de las autoridades indígenas sin contar con su presencia, y ello por cuanto para la 
fecha de tal procedimiento… se encontraba privado de su libertad… 
 
… en cuanto a las causales de procedencia específicas, para la Corporación esta tiene 
que ver con un presunto defecto procedimental absoluto, mismo que como lo ha 
catalogado la jurisprudencia, se origina cuando el juez actuó completamente al margen 
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del procedimiento establecido, el cual en este caso, conforme lo plantea el accionante, 
tiene que ver con el hecho de que la autoridad indígena que lo condenó pretermitió el 
debido proceso, muy particularmente en lo atinente al derecho de defensa, contradicción 
e impugnación de la decisión que resultó adversa a sus intereses. (…)  
 
… lo que corresponde resaltar finalmente, es que para poder llegar a una determinación 
como la que se adoptó por parte del Cabildo Indígena, se debía garantizar al menos el 
mínimo esencial que compone el derecho de defensa, es decir, que ante la no asistencia 
física del acusado, se tenía el deber de convocar a sus parientes para que hablaran a su 
favor, pero, se repite, aquí eso no sucedió o al menos no se logró obtener prueba que en 
efecto esa garantía sí se respetó, como quiera que en las actas respectivas no se hizo 
constar su comparecencia. Esa circunstancia singular, va en contravía del ordenamiento 
constitucional que debe ser respetado por todos los ciudadanos colombianos, entre 
ellos, por supuesto, quienes hacen parte de la comunidad indígena. 

T1a 2019-00115 (S) - Debido proceso. Jurisdicción indígena. Debe respetar 
garantías constitucionales. Derecho de defensa 
 
 
TEMAS: DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / AUTO QUE 
IMPONE SANCIÓN EN INCIDENTE DE DESACATO / REQUISITOS PARA QUE 
PROCEDA EL AMPARO EN ESTOS CASOS / DEFECTO FÁCTICO / SE SANCIONÓ AL 
REPRESENTANTE JUDICIAL DE LA ENTIDAD ACCIONADA, QUE NO OSTENTA LA 
REPRESENTACIÓN LEGAL DE LA MISMA. 
 
De igual manera y en relación con la interposición de acciones constitucionales contra 
decisiones que resuelven incidentes de desacato, la Corte Constitucional en sentencia 
de unificación SU-034 de 2018,  indicó que para enervar mediante acción de tutela la 
providencia que resuelve un incidente de desacato, es preciso que se reúnan los 
siguientes requisitos: “i) La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre 
ejecutoriada; es decir que la acción de tutela es improcedente si se interpone antes de 
finalizado el trámite –incluido el grado jurisdiccional de consulta, si es del caso–. ii)    Se 
acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales y se sustente, por lo menos, la configuración una de las causales 
específicas (defectos). iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser 
consistentes con lo planteado por él en el trámite del incidente de desacato, de manera 
que a) no debe traer a colación alegaciones nuevas, que dejó de expresar en el 
incidente de desacato, y b) no puede solicitar nuevas pruebas que no fueron pedidas en 
un principio dentro del desacato y que el juez no tenía que practicar de oficio ”. (…) 
 
En cuanto a las causales de procedencia específica, y no obstante que el actor no hizo 
alusión a alguna de ellas, estima la Sala que podríamos hallarnos frente a un defecto 
fáctico, por cuanto la titular del Juzgado Sexto Penal Municipal con antelación a adoptar 
la decisión dentro del trámite incidental, carecía del apoyo probatorio necesario que le 
permitiera establecer, sin equívoco alguno, que el señor Miguel Ángel Contreras fuera en 
realidad el llamado a responder por el acatamiento del fallo constitucional.  (…) 
 
Conforme a ese Certificado de Existencia, y que fuera tenido en cuenta por los 
funcionarios de instancia para determinar qué servidores de Cosmitet debían ser atados 
a dicho trámite, no queda duda alguna que lo era Miguel Ángel Duarte Quintero -como 
Gerente- y Dionisio Manuel Alandete Herrera -Presidente-, mas no el señor Miguel Ángel 
Contreras Mora, quien además de ser un apoderado judicial de dicha empresa, al 
parecer es el Director de la Agencia en esta ciudad, pero sin facultad alguna de 
representar legalmente a la entidad, por lo que la orden emitida para el cumplimiento del 
fallo de tutela proferida a favor del señor Bladimir Cano Peñaranda, no podía haberle 
sido adjudicada a él, como primer obligado. 

T1a 2019-00136 (S) - Debido proceso. Tutela contra decisión en incidente de 
desacato. Requisitos. Defecto factico. Se concede 
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TEMAS: SEGURIDAD PERSONAL / UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN / LÍDER 
SOCIAL / RIESGO ORDINARIO / NO AMERITA PROTECCIÓN / INCOMPETENCIA DEL 
JUEZ DE TUTELA PARA DETERMINAR EL NIVEL DE RIESGO. 
 
En este caso, el señor BRAYAN MONSALVE concurre ante el juez constitucional con el fin 
de lograr la protección de los derechos a la vida, integridad física, la libertad…, que 
considera vulnerados por parte de la UNP, al no brindarle las medidas de seguridad para él 
y su familia. 
 
De la información arrimada al dossier, se observa que en efecto por parte de la UNP y en 
atención a lo reglado en el Decreto 1066 de 2015, se adelantó el procedimiento establecido 
para el programa de protección y fue así como se le realizó un estudio de riesgo al 
accionante, el cual concluyó como un riesgo ordinario con matriz de 42.22%. (…) 
 
Es necesario precisar que el riesgo ordinario es el nivel en que se halla la mayoría de la 
población por el mero hecho de vivir en sociedad… Precisamente sobre ese particular la 
Corte en sentencia T-224/14, dejó en claro lo siguiente: 
 
“Conforme con lo expuesto, cuando un individuo se encuentra sometido a un nivel de riesgo 
normal u ordinario no se presenta vulneración alguna del derecho a la seguridad personal, 
ya que los riesgos que emanan de la existencia humana y de la vida en sociedad deben ser 
soportados por todas las personas”. 
 
Como se aprecia, si bien por parte de la UNP se tomó una decisión que va en contravía de 
los intereses del señor MONSALVE, la misma se realizó al considerar que su nivel de riesgo 
no ameritaba las medidas de protección que pide, situación ésta en la que no puede 
incursionar el juez de tutela, como bien lo refirió la jurisprudencia… 

T2a 2019-00038 (S) - Seguridad personal. Unidad Nacional de Protección. 
Riesgo ordinario. No puede variarlo el juez de tutela 
 
 
TEMAS: SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE 
SOBREVIVIENTES / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA, SALVO EXISTENCIA DE 
PERJUICIO IRREMEDIABLE / NO LO TIPIFICA SOLO LA EDAD 
 
De acuerdo con lo informado por la señora MARÍA HERRERA, se aprecia que su pretensión 
consiste en que se ordene a COLPENSIONES el reconocimiento de la pensión de 
sobrevivientes a la que tiene derecho con ocasión del fallecimiento de su cónyuge PLACIDO 
ALONSO TORO ARANGO, ocurrido en julio 30 de 2015, lo que por sí mismo releva al juez 
constitucional de inmiscuirse en tal terreno, por cuanto la tutela no procede cuando existan 
otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la 
situación y la importancia del auxilio constitucional… 
 
Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó:  
 
“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la 
procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las 
otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia 
o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar 
la ocurrencia de un perjuicio irremediable”. (…) 
 
Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza 
los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos 
presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los 
términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias 
previstas en cada jurisdicción. (…) 
 
Ahora, la señora MARÍA HERRERA no argumentó la existencia de un perjuicio irremediable, 
y solo señaló que ante su edad -68 años- no tiene oportunidades laborales; por tanto, no hay 
elementos que permitan concluir que se deben tomar medidas urgentes y precisas por parte 
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del juez de tutela. Y aunque para el caso concreto se aduce para dejar de lado la vía 
ordinaria y acudir a este mecanismo excepcional, que la accionante tiene 68 años de edad, 
para la Colegiatura esa mera circunstancia no le confiere la condición de ser sujeto de 
especial protección constitucional, por cuanto la Corte Constitucional en la Sentencia T-
844/14, reiterada en la T-047/15, ha establecido que una persona es considerada como de 
la tercera edad a partir de los 74 años, la que en la actualidad no ostenta la actora. 

T2a 2019-00041 (S) - Seguridad social. Pensión de sobrevivientes. 
Subsidiariedad. Solo la edad no constituye perjuicio irremediable 
 
 
TEMAS: DEBIDO PROCESO / DEFENSA TÉCNICA / PRESTADA POR LA 
DEFENSORÍA DEL PUEBLO / NO SE AFECTA POR LAS DISCREPANCIAS DEL 
REPRESENTADO CON EL ABOGADO QUE SE LE DESIGNÓ / EL CAMBIO DE ÉSTE ES 
COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LA ENTIDAD ACCIONADA. 
 
En este caso el interesado concurre ante el juez constitucional para solicitar que se le 
ordene a la Defensoría del Pueblo el cambio del defensor público que le fue asignado para 
representarlo en el proceso penal que se adelanta en su contra por el delito de injuria. 
 
Desde ya dirá la Sala que acompaña la decisión adoptada por la titular del Juzgado 
Segundo Penal del Circuito con función de conocimiento de esta capital, por la siguiente 
razón: 
 
Aunque el accionante asegura tener ciertas diferencias con el defensor público que le fue 
asignado, no se vislumbra ninguna afectación de derechos fundamentales por cuanto la 
Defensoría del Pueblo de acuerdo con sus competencias procedió a asignarle al accionante 
un abogado que lo represente dentro del proceso penal que se adelanta en su contra. Y si 
bien el actor señala que el abogado asumió una “actitud grosera” frente a él, razón por la 
cual lo denunció disciplinariamente, además que no comparte la estratega defensiva que le 
propone el profesional del derecho, tales situaciones no pueden entenderse como 
vulneración flagrante de derechos a efectos de que los mismos se protejan por vía de tutela. 
(…) 
 
Es cierto, no se discute, que la ausencia de defensa técnica efectivamente acarrea una 
grave afectación del derecho fundamental al debido proceso, y así lo dejó esclarecido la 
Corte Constitucional en sentencia T-018/17… {pero} la realidad procesal enseña que el 
accionante siempre ha estado asistido por un abogado, y es así en cuanto la DEFENSORÍA 
DEL PUEBLO ha sido diligente en asignarle un defensor que represente sus intereses; 
empero, por diferentes circunstancias es el señor CARLOS MARTÍNEZ quien solicita el 
cambio de apoderado y en tal sentido una nueva designación solo es del resorte exclusivo 
de la entidad accionada. 

T2a 2019-00068 (S) - Debido proceso. Defensa técnica. Cambiar el abogado es 
potestad de la Defensoría del Pueblo 
 
 
TEMAS: SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD 
LABORAL / OBLIGACIÓN DEL INTERESADO DE ANEXAR HISTORIA CLÍNICA 
ACTUALIZADA Y CON FIRMAS / CARÁCTER RESERVADO DE ESTE DOCUMENTO. 
 
En este caso el señor Luis Orozco concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la 
protección de sus derechos fundamentales a la salud, seguridad social, debido proceso y 
vida en condiciones dignas, toda vez que considera que la decisión de Colpensiones de 
exigirle para iniciar la calificación de pérdida de capacidad laboral copia de la historia clínica 
con firmas y sellos, pone en riesgo la posibilidad de continuar con el proceso y así poder 
acceder a la pensión de invalidez. Aseveró, que el documento que aportó en su momento es 
el que le entregó la EPS. (…) 
 
En el trámite de impugnación Colpensiones informó que había procedido a programar fecha 
y hora para la valoración de la pérdida de capacidad laboral del señor Luis Orozco como le 
fue ordenado en el fallo, y aunque en principio podría pensarse que existe un cumplimiento 
de sentencia, o un hecho superado, si debe la Corporación pronunciarse de fondo en cuanto 
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a los argumentos planteados por la entidad en el recurso de alzada, como quiera que señala 
que la historia clínica con los requisitos ya anunciados es una exigencia necesaria para el 
proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral, y que ese requerimiento no fue 
atendido por el accionante. (…) 
 
Si bien el accionante asevera que la historia clínica que aportó a Colpensiones es la que le 
entregó la EPS a la cual se encuentra afiliado, de todas formas era obligación del accionante 
atender el requerimiento de la entidad, es decir, solicitar el documento actualizado con los 
especialistas tratantes, con sello y firma.  
 
Visto lo anterior, se debe precisar que las historias clínicas tienen carácter reservado, y el 
acceso a ellas únicamente puede ser por parte de su titular. (…) 
 
De manera que, corresponde al interesado acudir ante la EPS a la cual se encuentra afiliado 
y solicitar la respectiva copia de la historia clínica con las particularidades que le pide 
colpensiones, como quiera que él es la única persona autorizada para conocer y reclamar 
dicho documento. 
 
En consecuencia, no se puede predicar la vulneración de derechos fundamentales por 
cuanto es obligación del accionante acudir previamente ante la EPS con el fin de atender el 
requerimiento de COLPENSIONES, y no se puede solicitar directamente una actividad a ese 
respecto ante el juez de tutela sin haber agotado el camino previo. 

T2a 2019-00069 (S) - Seguridad social. Calificación PCL. Historia clínica. 
Carácter reservado. Obligación del afiliado de allegarla actualizada 
 
 
TEMAS: DERECHO DE PETICIÓN / NÚCLEO ESENCIAL / RESPUESTA 
OPORTUNA Y DE FONDO / SE DECLARA CUMPLIDO EL FALLO DE PRIMERA 
INSTANCIA. 
 
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés 
particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa 
garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona 
que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve 
oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva 
respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser 
adecuadamente abordado en la decisión que se emita… 
 
Ha de entenderse entonces, que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho 
cuando la entidad correspondiente no da respuesta en un lapso que, en los términos de la 
Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la contestación se limita a 
evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su 
consideración. (…) 
 
La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por 
motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo 
sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las 
solicitudes, establece: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda 
petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción”.  
 
Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma 
excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto 
planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En dicho evento, así habrá de informárselo 
al peticionario… 
 
… se puede concluir que si bien la respuesta no se dio en los términos esperados por la 
accionante, de todas formas sí se ofreció una respuesta de fondo a su petición, toda vez que 
el requerimiento que le hizo el Ministerio a la accionante se puede catalogar como 
comprensible y preciso -le indicó qué documentos debía aportar y en qué condiciones-, por 
tanto, no le corresponde al juez de tutela determinar si en realidad los documentos que en 
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su momento aportó la señora Cristina Escobar reúnen o no los requisitos exigidos, máxime 
que contra la determinación que declaró el desistimiento tácito proceden los recursos de ley, 
y corresponde por tanto a la accionante discutir por esa vía el acatamiento a esos requisitos.   
 
Es claro para el Tribunal que el Ministerio de Educación Nacional procedió a emitir una 
respuesta y la puso en conocimiento de la interesada, pero ese proceder no constituye una 
carencia actual de objeto, sino el cumplimiento de lo ordenado por el juez en cuanto al 
momento de proferirse la sentencia aún no había cesado la vulneración del derecho de 
petición objeto de amparo. 

T2a 2019-00071 (S) - Derecho de petición. Núcleo esencial. Respuesta oportuna 
y de fondo. Se declara fallo cumplido y no hecho superado. 
 
 
TEMAS: DEBIDO PROCESO / COMPENSACIÓN ANTE LA DIAN / PRINCIPIO DE 
SUBSIDIARIEDAD / DEBEN UTILIZARSE LOS MEDIOS ORDINARIOS DE DEFENSA, 
SALVO QUE EXISTA UN PERJUICIO IRREMEDIABLE / CUANDO HAY PROCESO EN 
CURSO, LO DISCUTIDO DEBE PLANTEARSE DENTRO DE ÉL. 
 
En este caso lo que pretende el accionante es que por este mecanismo constitucional se 
ordene a la DIAN compensar los saldos que por concepto de impuestos ha pagado la 
sociedad Émerson Jaimes y Cia Ltda, con el fin de que se declare cumplida la obligación y 
se termine la acción penal contra el señor Émerson Edilberto Jaimes, en su condición de 
representante legal de dicho establecimiento. 
 
Frente a las pretensiones que hace el accionante, debe reiterarse que en principio la tutela 
no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se 
utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable… 
 
Sobre el particular en la sentencia T-313/05, la H. Corte Constitucional indicó:  
 
“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas 
características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos 
requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez.  
 
El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el 
afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la 
inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para 
garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la 
procedencia excepcional y transitoria”. 
 
La Corte Constitucional también ha señalado que es en el interior de cada proceso donde se 
deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que se 
reclaman, por cuanto: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el 
trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en 
el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, 
pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de 
defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, 
radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso” . 

T2a 2019-00072 (S) - Debido proceso. Compensación ante la DIAN. 
Subsidiariedad. El asunto debe ventilarse dentro del proceso en curso 
 
 
TEMAS: DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / 
REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / PETICIÓN DE 
LIBERTAD CONDICIONAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / FLEXIBILIDAD DE ESTE 
REQUISITO POR TRATARSE DEL DERECHO A LA LIBERTAD. 
 
… la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro 
mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que 
complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o 
que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e 
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informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos 
fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de 
un proceso ante la justicia ordinaria. (…) 
 
… en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión 
judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo 
cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así: 
 
“(…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de 
providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  
adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de 
un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de 
la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), 
por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del 
supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento 
establecido (defecto procedimental)”. 
 
De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige 
ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el 
demandante a acreditar. 
 
…la acción de tutela no es por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o 
complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último 
recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único 
medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que 
pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus 
derechos esenciales… 
 
No obstante lo anterior, en este asunto específico tratándose de una persona privada de la 
libertad, sujeto de especial protección constitucional, quien actúa en nombre propio, acudió 
al juez de tutela para que se le ampare el derecho fundamental al debido proceso por 
considerar que se afectó con la negativa de los funcionarios para  concederle la libertad 
condicional reclamada, la Sala considera que el examen de la subsidiariedad de la demanda 
de amparo debe ser más flexible, pues la tutela puede convertirse en el mecanismo de 
defensa apropiado para sus garantías… 

T1a 2019-00121 (S) - Debido proceso. Tutela contra decisión judicial. Solicitud 
de libertad condicional. Flexibilización de la subsidiariedad 
 
 
TEMAS: DERECHOS INMIGRANTES VENEZOLANOS / PERMISO ESPECIAL DE 
PERMANENCIA / REQUISITOS / IMPOSIBILIDAD DE DESCONOCERLOS SO PENA DE 
VULNERAR EL DERECHO A LA IGUALDAD DE LAS DEMÁS PERSONAS. 
 
En el caso sub examine, el impugnante insiste en que el juez de tutela debe ordenar a las 
entidades accionadas que expidan el Permiso Especial de Permanencia PEP, toda vez que 
en su momento se inscribió en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos RAMV, 
de lo cual aportó una copia (Fl.30). Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-
074 de 2019 hizo un recuento de todas las medidas que el Gobierno colombiano ha 
establecido para remover obstáculos y garantizar una mejor movilidad de quienes provienen 
de Venezuela y que no cuentan con los documentos que generalmente se exigen para 
regularizar la permanencia en otro país. En ese sentido, describió la necesidad de expedir 
los siguientes documentos conforme las respectivas leyes o decretos, así: 
 
“(…) - Al expedir la Resolución 5797 de 2017, el Ministerio de Relaciones Exteriores creó el 
Permiso Especial de Permanencia (PEP) a fin de permitir a los migrantes venezolanos 
permanecer en el país hasta por dos años de manera regular, tiempo dentro del cual deben 
realizar el trámite y obtener una visa válida para quedarse en Colombia. Para obtener dicho 
permiso, la persona debe: (i) encontrarse en territorio colombiano al momento de la 
publicación de la resolución; (ii) haber ingresado al territorio por un Puesto de Control 
Migratorio habilitado, con su respectivo pasaporte; (iii) no tener antecedentes judiciales a 
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nivel nacional e internacional y; (iv) no tener una medida de deportación o expulsión 
vigente”. (…) 
 
De acuerdo con los precedentes jurisprudenciales, para esta Sala el hecho de que el señor 
Polanco Franquinis hubiera realizado el registro administrativo tal como se observa en el 
formato que allegó del RAMV…, ese trámite solo tiene efectos informativos y no le otorga 
ningún estatus migratorio y por ello no puede decirse que está autorizado para permanecer 
de forma regular en este país.  De tal manera, que el accionante deberá adelantar el 
procedimiento administrativo migratorio, tal como lo instó el Juez 2º Penal Municipal de 
Pereira en el fallo de tutela proferido el 16 de octubre de 2018 a favor del señor Polanco 
Franquinis…, ya que no existe constancia en la foliatura de que el actor haya adelantado 
esa diligencia o se hubiera afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud. (…) 
 
Así las cosas, el juez constitucional no puede intervenir en este caso específico y pasar por 
alto trámites legalmente determinados para beneficiar al accionante sin el cumplimiento de 
las exigencias legales que se han dispuesto para el trámite reclamado, pues acceder a sus 
pretensiones sería como ir en contra del mismo y a sabiendas de que son de obligatorio 
cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los demás nacionales venezolanos, lo 
que generaría la vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de las demás 
personas extranjeras de nacionalidad venezolana que han acatado las normas para acceder 
al PEP RAMV. 

T2a 2019-00033 (S) - Derechos migrantes venezolanos. Permiso Especial de 
Permanencia. Requisitos. Obligatoriedad de cumplirlos 
 
 
TEMAS: SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE VEJEZ / 
PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA POR REGLA GENERAL DE LA 
TUTELA / REGLAS JURISPRUDENCIALES PARA HACERLA VIABLE / NO ES 
SUFICIENTE LA CONDICIÓN DE SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL. 
 
Por regla  general el reconocimiento de derechos pensionales por vía de tutela no es 
procedente, en tanto la verificación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para acceder 
a este tipo de prestaciones económicas corresponde a otros escenarios, administrativos o 
judiciales, en los que se debe surtir un debate de tal naturaleza, sin embargo, tratándose de 
casos en los que se evidencia que tales vías no conducen a un eficaz y oportuno amparo de los 
derechos fundamentales de quienes pretenden un reconocimiento pensional, esa Corporación 
ha sostenido que a partir de lo anterior, el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 establece de 
manera clara que una de las causales de improcedencia de la acción de tutela ocurre “cuando 
existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será 
apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se 
encuentre el solicitante.” (…) 
 
No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha insistido a través de sus sentencias que la 
condición de vulnerabilidad o la calidad de sujeto de especial protección constitucional del 
interesado no son suficientes para que, sólo por esa circunstancia, la tutela sea procedente en 
materia pensional y por lo tanto, dicha Corporación ha establecido reglas jurisprudenciales para 
estudiar las pretensiones que implican otorgar una pensión por vía de la tutela, que a 
continuación se relacionan:  
 
“a. Que se trate de sujetos de especial protección constitucional. 
 
“b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto grado de afectación de 
los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital. 
 
“c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objetivo de 
que le sea reconocida la prestación reclamada. 
 

https://tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2019/Sala_Penal/Dr._Escobar_Sanz/09.Septiembre/Tutelas/T2a%20%202019-00033%20%28S%29%20-%20Derechos%20migrantes%20venezolanos.%20Permiso%20Especial%20de%20Permanencia.%20Requisitos.%20Obligatoriedad%20de%20cumplirlos.doc
https://tribunalsuperiorpereira.com/Relatoria/2019/Sala_Penal/Dr._Escobar_Sanz/09.Septiembre/Tutelas/T2a%20%202019-00033%20%28S%29%20-%20Derechos%20migrantes%20venezolanos.%20Permiso%20Especial%20de%20Permanencia.%20Requisitos.%20Obligatoriedad%20de%20cumplirlos.doc


“d. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario 
es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente 
afectados”. 
 
En el caso concreto, la acción de tutela no resulta ser el mecanismo más eficaz para lograr la 
protección de las garantías constitucionales del señor Cortés Loaiza, por cuanto no demostró 
por qué los mecanismos judiciales para solicitar el reconocimiento y pago de la pensión de vejez 
no son lo suficientemente idóneos y expeditos para dar una solución pronta que garantice la 
protección sus derechos al mínimo vital y la seguridad social. 

T2a 2019-00038 (S) - Seguridad social. Reconocimiento pensión. 
Subsidiariedad. Reglas jurisprudenciales que hacen procedente la tutela 
 
 
TEMAS: SEGURIDAD SOCIAL / REINTEGRO A COLPENSIONES DE LOS 
APORTES HECHOS POR EL CONSORCIO COLOMBIA MAYOR, DEVUELTOS A LA 
FIDUAGRARIA CON BASE EN DECRETO 3771 DE 2007 / REQUISITOS / SOLICITUD 
DEL INTERESADO AL FONDO DE PENSIONES / NO PUEDE ACUDIRSE A LA TUTELA 
SIN AGOTAR ESE TRÁMITE. 
 
La  jurisprudencia de la Corte Constitucional ha recalcado que por regla  general el 
reconocimiento de derechos pensionales por vía de tutela no es procedente, en tanto la 
verificación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para acceder a este tipo de 
prestaciones económicas corresponde a otros escenarios, administrativos o judiciales, en los 
que se debe surtir un debate de tal naturaleza, sin embargo, tratándose de casos en los que se 
evidencia que tales vías no conducen a un eficaz y oportuno amparo de los derechos 
fundamentales de quienes pretenden un reconocimiento pensional, esa Corporación ha 
sostenido que “… en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al 
alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar 
que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y 
eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o 
amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo 
contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a 
sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o 
vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.” (…) 
 
En el caso sub examine, el impugnante insiste en que las entidades accionadas le vulneraron 
los derechos fundamentales al habeas data, petición, debido proceso y mínimo vital de la señora 
Etelvina Berrio Arbeláez, quien se encuentra frente a un perjuicio irremediable y por lo tanto, se 
debe ordenar por vía constitucional a Fiduagraria que reintegre a Colpensiones los aportes que 
la misma devolvió con base en el Decreto 3771 de 2007 y conforme a la revocatoria de la 
resolución GNR 318999 del 29 de octubre de 2016 a través de la resolución SUB 48508 del 28 
de abril de 2017 o en su defecto, se ordene a Colpensiones que realice las gestiones tendientes 
ante Fiduagraria y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el reintegro de los aportes 
descritos. (…) 
 
De acuerdo a lo anterior, es deber del juez constitucional desplegar una actividad probatoria con 
el fin de establecer si los derechos fundamentales invocados están siendo efectivamente 
vulnerados y en este caso en específico, no obstante Colpensiones ordenó devolver al fondo 
BEPS el valor de lo que le había reconocido a la accionante por concepto de la indemnización 
de la pensión de vejez, debe mediar una solicitud de la accionante tendiente a que 
Colpensiones radique ante la Fiduagraria la respectiva cuenta de cobro para que esta sociedad 
proceda reintegrar los aportes que reclama la señora Berrio Arbeláez. 
 
Por tanto, no basta que el abogado de la actora afirme que se han desplegado las actuaciones 
en la Fiduagraria para el reembolso de los dineros que le corresponden a la señora Berrio 
Arbeláez con ocasión a la revocatoria de la resolución GNR 31899  del 29 de octubre de 2016 
de Colpensiones, ya que se hace necesario que la parte actora presente la solicitud respectiva 
ante esa administradora de pensiones, pues  no puede el juez de tutela dar una orden sin que 
previamente la entidad demandada hubiera conocido la voluntad de la señora Berrio Arbeláez… 

T2a 2019-00041 (S) - Seguridad social. Reintegro a Colpensiones aportes de 
Colombia Mayor. Requisitos. Solicitud de la interesada a la AFP 
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TEMAS: LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / CASOS EN QUE SE 
CONFIGURA / REQUISITOS DE LA AGENCIA OFICIOSA / REQUISITOS DEL PODER 
ESPECIAL / SEGURIDAD SOCIAL / TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL. 
 
En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte 
Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos: 
 
“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada 
en sus derechos…; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del 
afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al 
escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder 
general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como 
agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa 
de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un 
indigente, o una persona con incapacidad física o mental…”. (…) 
 
Frente a la  posibilidad de presentar la acción de tutela como agente oficioso, es necesario 
recordar que cualquier persona puede actuar en esta calidad siempre y cuando se cumplan 
los siguientes presupuestos: (i) que exista una manifestación del agente oficioso en el 
sentido de que actúa como tal; (ii) que efectivamente el titular del derecho fundamental no 
esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) que exista una 
ratificación oportuna por parte del titular del derecho respecto a los hechos y pretensiones 
de la acción.  Igualmente,  la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente en cuanto a la 
legitimación por activa y agencia oficiosa. (…) 
 
En este asunto específico, el hecho de que el señor Hernán Torres Díaz resida en España, 
esa mera circunstancia no permite inferir que el mismo se encuentre  en una condición de 
justificación que le impida por lo menos conferir un poder especial para la presentación de la 
acción constitucional, si se tiene en cuenta que con la demanda de tutela se allegó una 
copia de un escrito denominado “PODER SIMPLE” en el que se dice expresamente que el 
señor Hernán Torres Díaz le confiere “PODER ESPECIAL amplio y suficiente” al señor Hugo 
Torres Díaz, para que en su nombre y representación efectuara “los trámites necesarios 
para realizar el traslado de fondo de pensiones de Porvenir a Colpensiones”…, toda vez que 
dicho documento no cumple con las características de un poder especial debidamente 
autenticado para instaurar la presente demanda de tutela, las que según la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional, en la Sentencia T-531 de 2002… sólo existía allí donde se daban las 
siguientes condiciones: “[…] Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de 
tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse 
por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El 
referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El 
poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado 
proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos 
que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del 
acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta 
profesional”.   

T2a 2019-00069 (S) - Legitimación en la causa. Agente oficioso. Requisitos. 
Apoderado especial. Requisitos del poder. Traslado régimen pensional 
 
 
TEMAS: DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / COMPARENDO POR 
INFRACCIÓN DE TRÁNSITO / OBLIGACIÓN DE NOTIFICAR AL PRESUNTO 
INFRACTOR, SUPLANTADO POR OTRA persona. 
 
La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla 
general para la procedencia de la acción de tutela: (i) cuando la persona afectada no tiene 
un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no 
está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque la 
cuestión debatida es eminentemente constitucional, y (ii) cuando se trata de evitar la 
ocurrencia de un perjuicio irremediable… 
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En lo referido al requisito de subsidiariedad, la Corte ha establecido que la tutela es 
procedente cuando (i) no exista otro mecanismo de defensa judicial; (ii) existiendo, la 
intervención del juez constitucional sea necesaria para evitar la consumación de un perjuicio 
irremediable, evento en el cual procederá de manera transitoria; o (iii) si los mecanismos de 
defensa judicial no resultan idóneos o eficaces para lograr la protección de los derechos 
presuntamente conculcados, caso en el cual procederá de manera definitiva. (…) 
 
En lo que respecta al proceso administrativo sancionador, la Corte Constitucional señaló que 
el mismo constituye una facultad de las autoridades públicas para el cumplimiento de sus 
decisiones de carácter correctivo (dirigida a los particulares) o disciplinario (aplicada a los 
servidores públicos) y que “Las decisiones correctivas están reguladas, en principio, con un 
fin preventivo para que los administrados se abstengan de incurrir en conductas que 
puedan, entre otras cosas, afectar la convivencia social, fin esencial del Estado. De ahí que 
el proceso administrativo sancionatorio, desde esta perspectiva, constituye un límite a las 
libertades individuales en aras de garantizar el orden público”. (…) 
 
En este asunto en particular, el señor Sergio Alejandro García Duque pudo acreditar que no 
es el propietario de la motocicleta con la cual se cometieron las infracciones de tránsito, ni 
mucho menos haber estado en la ciudad de Medellín al momento de la comisión de tales 
hechos, aunado a la respuesta ofrecida por la poseedora del automotor, señora Diana 
Marcela Meneses Ibarra en la que nombró al señor Norberto Quevedo Rey como la persona 
que al parecer tenía unos documentos presuntamente “alterados” y a quien se le impusieron 
los comparendos objeto de debate, situaciones que el accionante puso en conocimiento 
ante la Secretaría de Movilidad de Medellín, pero esta autoridad solo le respondió que no 
podían revocar los comparendos sin que exista una orden judicial hasta tanto la Fiscalía 
General de la Nación no tome una decisión sobre la posible falsificación de documentos, por 
lo que esta Sala concluye, como lo hizo el juez de primer grado, que al actor se le afectó su 
derecho fundamental al debido proceso, al no habérsele dado la oportunidad de controvertir 
la determinación de la administración y uno de los requisitos para poder acceder a esta 
garantía procesal es tener conocimiento de la actuación surtida, por lo que conforme al 
principio de publicidad y el procedimiento de notificación que de él se desprende, 
presupuestos esenciales para su ejercicio, siendo entonces necesario que el actor sea 
escuchado en el trámite administrativo sancionatorio adelantado por la Secretaría de 
Movilidad del municipio aludido, independientemente del proceso penal que cursa en la 
actualidad ante la Fiscalía 158 EDA de Medellín. 

T2a 2019-00070 (S) - Debido proceso administrativo. Comparendo por 
infracción de tránsito. Obligación de notificar al presunto infractor 
 
 
TEMAS: SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD 
LABORAL / NOTIFICACIÓN DEL DICTAMEN / COMO PRESUPUESTO PARA ACCEDER 
A LA PROTECCIÓN DE OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES / PROCEDENCIA DE 
LA TUTELA PARA ORDENARLO. 
 
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se 
puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual  obliga al juez 
a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, 
con el fin de establecer la procedencia de la tutela.  De acuerdo con este requisito, la acción 
de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un 
mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será 
procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio 
irremediable.  
 
Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior 
comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad 
que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin 
que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para 
dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales 
establecidos en el ordenamiento jurídico. (…) 
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Con respecto a la valoración de la pérdida de capacidad laboral, la misma ha sido 
considerada por la jurisprudencia constitucional como un derecho que tiene toda persona y 
que cobra gran importancia al convertirse en el medio para acceder a la garantía y 
protección de otros derechos fundamentales como la salud, la seguridad social y el mínimo 
vital y en tal sentido, en la Sentencia T-671 de 2012 dicha Corporación indicó lo siguiente: 
  
“Dentro del derecho a la pensión de invalidez cobra gran importancia el derecho a la 
valoración de la pérdida de la capacidad laboral, ya que ésta constituye un medio para 
garantizar los derechos fundamentales a la vida digna, a la seguridad social y al mínimo 
vital. Lo anterior por cuanto tal evaluación permite determinar si la persona tiene derecho al 
reconocimiento pensional que asegure su sustento económico, dado el deterioro de su 
estado de su salud y, por tanto, de su capacidad para realizar una actividad laboral que le 
permita acceder a un sustento. (…) 
 
Significa lo anterior, que la calificación de pérdida de capacidad laboral es un derecho al que 
puede acceder cualquier persona para que se dictaminen las causas de su disminución 
laboral, la cual se efectúa mediante un diagnóstico por parte de un médico laboral y que 
constituye un paso anterior a la determinación del grado de invalidez, por lo tanto, no basta 
con que luego de cinco meses desde que la accionante acudió a la valoración de su PCL, 
Colpensiones le informe que el resultado de la misma se encuentra en trámite y que de ser 
necesario, se le requerirá documentación o exámenes  complementarios para una 
calificación integral.   

T2a 2019-00072 (S) - Seguridad social. Calificación pérdida de capacidad 
laboral. Notificación del dictamen. Procedencia de la tutela 
 
 
TEMAS: PARTICIPACIÓN POLÍTICA / PÓLIZA DE SERIEDAD DE LAS 
CANDIDATURAS / EXIGENCIA DE CONTRA GARANTÍAS POR LAS ASEGURADORAS / 
IMPROCEDENCIA DE HACERLO / LA LIBERTAD CONTRACTUAL DEBE CEDER ANTE 
LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES. 
 
La Constitución Nacional en su artículo 40 señala que “Todo ciudadano tiene derecho a 
participar en la conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este 
derecho puede: 
 
“1. Elegir y ser elegido.  
 
“2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras 
formas de participación democrática.  
 
“3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; formar 
parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas. (…)” 
 
En lo que respecta a la constitucionalidad de los requisitos para la inscripción de 
candidaturas, la Corte Constitucional en la Sentencia T-117 de 2016, a la cual hicieron 
referencia tanto los accionantes, como la juez de primer grado y que sirvió de base para 
amparar los derechos fundamentales invocados, dicha Corporación dijo lo siguiente: 
 
“(…) se ha sostenido que la Carta Política como norma jurídica fundamental, señala las 
directrices de todo el ordenamiento jurídico, por lo que el derecho privado y, en particular, 
los contratos deben ser interpretados con sujeción a los derechos fundamentales. En este 
orden de ideas, es deber del juez constitucional intervenir obligatoriamente en las relaciones 
de carácter privado, siempre que las decisiones adoptadas por una de las partes que 
ostente una posición de supremacía jurídica, económica o comercial constituya una grave 
amenaza o violación de los derechos fundamentales.`”. 
 
“De esta manera, la libertad contractual y la autonomía privada de la que gozan las 
aseguradoras, se encuentra limitada por los valores y principios consagrados en la Carta 
Política, razón por la cual, deben ejercer una actividad conforme a dichas prerrogativas, so 
pena de ser consideras arbitrarias, caprichosas, desproporcionadas y contrarias a la 
Constitución”. 
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Conforme… a la jurisprudencia constitucional a la que se hizo alusión, esta Corporación 
considera que la Compañía de Seguros LA PREVISORA S.A debe ceñirse a lo dispuesto en 
el artículo 9 de la Ley 130 de 1994 y el artículo 6º  de la Resolución N° 0256 del 29 de enero 
del año dos mil diecinueve (2019), por tal razón, se concluye que no pueden exigir una 
contragarantía para expedir las pólizas de seriedad de candidatura, pues con tal requisito se 
crea una barrera de acceso al ejercicio del derecho fundamental de participación política y 
en ese sentido las aseguradoras deben desarrollar su actividad bajo los principios 
consagrados en la Constitución. 

T2a 2019-00132 (S) - Participación en política. Póliza de seriedad de la 
candidatura. Improcedencia de contragarantía por la aseguradora 
 
 
TEMAS: DERECHO A LA SALUD / PRINCIPIO DE ACCESIBILIDAD ECONÓMICA / 
IMPLICA NO IMPONER CARGAS EN DINERO DESPROPORCIONADAS / SUMINISTRO 
DE OXIGENO / OBLIGACIÓN DE SUSTITUIR UN CONCENTRADOR POR PIPETAS QUE 
NO GENEREN CONSUMO DE ENERGÍA. 
 
… con respecto al derecho a la salud de las personas de la tercera edad, la Constitución 
Política señala expresamente en su artículo 13, el deber del Estado de implementar medidas 
encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y la Corte 
Constitucional ha considerado a las personas de la tercera edad como un grupo merecedor 
de una protección especial y reforzada, teniendo en cuenta sus condiciones de debilidad 
manifiesta, las cuales se encuentran vinculadas a su avanzada edad. (…) 
 
En lo relacionado con el cubrimiento de gastos relacionados directamente con la prestación 
del servicio de salud, específicamente el pago del servicio público de energía de los 
pacientes que requieren oxigenoterapias, la Corte Constitucional ha reiterado: 
 
“… la jurisprudencia nacional ha considerado que la accesibilidad económica (i) impone la 
consideración de la capacidad económica del paciente con el fin de garantizar que el acceso 
al servicio de salud de los usuarios de menores recursos no sea obstaculizado a través de la 
imposición de cargas económicas que resultan desproporcionadas en comparación con las 
cargas soportadas por los usuarios que sí pueden sufragar el costo del servicio, y al mismo 
tiempo, (ii) prohíbe que las entidades de salud no hagan nada para superar esa dificultad”. 
(…) 
 
… si bien es cierto la EPS MEDIMÁS se ajustó a lo prescrito por el galeno de la agenciada, 
también lo es que a la ahora de proveer a la señora Idárraga el concentrador eléctrico de 
oxígeno, no tuvo en cuenta sus condiciones socioeconómicas a sabiendas que se encuentra 
afiliada al régimen subsidiado, lo que significa que hace parte de la población pobre y 
vulnerable, en ese sentido, dicha EPS debió percatarse que la forma más viable y apropiada 
en el suministro del oxígeno era en pipetas de gas en aras de  la protección del derecho 
fundamental a la salud de una persona que requieren tal servicio en su domicilio en aras de 
evitar trasladarle los gastos que genera el concentrador eléctrico a una persona carece de 
los recursos para asumir los costos de la electricidad consumida… 

T2a 2019-00157 (S) - Derecho a la salud. Accesibilidad económica. No debe 
afectar finanzas domésticas. Suministro de oxígeno con pipetas 
 
 
TEMAS: DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / 
REQUISITOS GENERALES DE PROCEDIBILIDAD / QUE NO SE TRATE DE SENTENCIA 
DE TUTELA / LO ÚNICO PROCEDENTE EN TALES CASOS ES LA REVISIÓN POR LA 
CORTE CONSTITUCIONAL. 
 
En el presente asunto la acción constitucional va encaminada a atacar una serie de 
decisiones judiciales tomadas por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, 
al interior de la acción de tutela impetrada por la señora María Gladys en contra de la EPS 
Medimás, por tal razón, antes de entrar a hacer un análisis frente a los problemas jurídicos 
propuestos en párrafos anteriores, es necesario determinar si en el caso bajo estudio están 
dados los presupuestos de procedibilidad que rigen la acción de tutela… 
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… es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional, a fin de unificar criterios, ha 
establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, 
la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:  
  
“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional… 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial 
al alcance de la persona afectada…  
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez… 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un 
efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos 
fundamentales de la parte actora.  (…) 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la 
vulneración como los derechos vulnerados… 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)” 
 
Si aterrizamos los anteriores presupuestos al caso que nos ocupa, se puede colegir a prima 
facie que esta Sala de Decisión se encuentra maniatada para dar solución…, y es que como 
viene de verse, la jurisprudencia pacífica de la jurisdicción constitucional nos ha enseñado 
desde sus inicios, que siempre será inviable controvertir en sede de tutela lo resuelto o 
decidido en un trámite de igual naturaleza, máxime cuando el único órgano que tiene 
competencia para revisar ese tipo de decisiones es la Corte Constitucional… 
 
Aunado a lo anterior, puede afirmarse que la accionante tiene a su alcance otro mecanismo 
de defensa judicial, como es deprecar ante el Órgano de Cierre en materia constitucional la 
revisión de su sentencia… 

T1a 2019-00118 (S) - Debido proceso. Tutela contra sentencia de tutela. 
Improcedente. Lo único viable es la revisión por la C. Constitucional 
 
 
TEMAS: DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / LA PETICIÓN DEBE SER 
RAZONADA, COMPRENSIBLE, RESPETUOSA Y EN ESPECIAL VIABLE PARA QUE 
OBLIGUE A UNA RESPUESTA. 
 
… como lo ha desarrollado pacíficamente la jurisprudencia constitucional, el alcance e 
importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad 
ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea 
favorable o desfavorable a los intereses del solicitante… 
 
… a pesar de las exigencias que a nivel jurisprudencial se han trazado con respecto a la 
efectividad del derecho fundamental de petición, específicamente en relación con el deber 
que recae sobre la autoridad ante la cual se eleva el requerimiento, de suministrar una 
respuesta de fondo, congruente y clara frente a lo pedido, no podemos perder de vista que 
también al ciudadano que acude a dicha figura le asiste el deber de presentar, en la medida 
de sus posibilidades, una petición que resulte razonada, comprensible, respetuosa y en 
especial viable, pues la garantía que tenemos los asociados del territorio colombiano de 
presentar peticiones ante las autoridades por motivos de interés general o particular, no se 
traduce en la posibilidad de apelar a dicho mecanismo en pro de intereses infundados o 
caprichosos. 
 
Además, es importante tener de presente que el artículo 19 de la ya aludida Ley 1755 de 
2015, nos enseña que quien incoa un derecho de petición ante las autoridades, debe velar 
porque el contenido de la misma no vaya a ser irrespetuoso, oscuro o reiterativo, so pena de 
rechazo: “Respecto de peticiones reiterativas ya resueltas, la autoridad podrá remitirse a las 
respuestas anteriores, salvo que se trate de derechos imprescriptibles, o de peticiones que 
se hubieren negado por no acreditar requisitos, siempre que en la nueva petición se 
subsane.” 

T2a 2019-00044 (S) - Derecho de petición. Requisitos. La solicitud debe ser 
razonada, comprensible, respetuosa y viable 
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TEMAS: DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA CONCURSO DE MÉRITOS / 
PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBE ACUDIRSE A LA ACCIÓN DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO ANTE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA O A LAS AUTORIDADES DISCIPLINARIAS SI FUERE EL CASO. 
 
… es importante anotar que el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, 
estableció en su artículo 6º las hipótesis o causales específicas de improcedencia de 
aquella, entre las cuales se replica lo consagrado en la carta Magna: “…Cuando existan 
otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable…”. 
 
Desde ese punto de vista considera la Sala de entrada, que el Juez de primer nivel fue 
acertado en su decisión, pues como bien lo expuso, para poder analizar si las entidades 
accionadas incurrieron en una vulneración a las prerrogativas constitucionales invocadas por 
el accionante, era necesario que se superara la etapa de acreditación de inexistencia de otro 
mecanismo judicial a su alcance, o el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable que sólo 
pudiera sanearse ante la intervención del Juez de tutela. (…) 
 
… debe citarse lo expuesto por la Corte Constitucional, Vrg. en Sentencia T-045 de 2011, 
respecto de la procedencia de la acción de tutela para debatir actos administrativos 
relacionados con concursos de méritos:  
 
“(…) 3.1. El numeral 5 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de 
tutela no procede cuando se trata de actos de carácter general, impersonal y abstracto. En 
ese sentido, la Corte ha indicado que la acción de tutela no procede para controvertir actos 
administrativos que reglamentan o ejecutan un proceso de concurso de méritos. Lo anterior 
se debe a que dada la naturaleza subsidiaria y residual de la acción de tutela, quien 
pretenda controvertir el contenido de un acto administrativo, debe acudir a las acciones que 
para tales fines existe en la jurisdicción contencioso administrativa. (…)” 

T2a 2019-00051 (S) - Debido proceso. Concurso de méritos. Improcedencia por 
subsidiariedad. Debe acudirse a las acciones judiciales 
 
 
TEMAS: DERECHO A LA SALUD / PERSONA PRIVADA DE LA LIBERTAD / 
IMPUGNACIÓN / CARENCIA DE INTERÉS JURÍDICO PARA RECURRIR / LA DECISIÓN 
LE FUE FAVORABLE. 
 
En el presente asunto, observa la Sala que la pretensión de la entidad impugnante se 
circunscribe a obtener la revocatoria del fallo de primer nivel, en lo concerniente a aquellas 
supuestas órdenes dictadas por la Cognoscente contra suya, toda vez que en sentir de la 
recurrente, no tiene competencia o injerencia alguna en los hechos materia de tutela.  
 
A pesar de lo anterior, si revisamos la sentencia de marras en su integralidad, no sólo en lo 
consignado en la parte resolutiva de la misma, sino también en la motivación, concluye la 
Colegiatura que el recurso de impugnación que fue presentado por parte del Consorcio PPL 
no tiene asidero alguno, pues al parecer fue producto de un error de interpretación en que 
incurrió dicha entidad al momento de estudiar el contenido de ese fallo, toda vez que el 
mismo fue claro al concluir que no había necesidad de conceder la solicitud de amparo 
constitucional invocada… 
 
Para ofrecer claridad sobre el principio de interés jurídico, resulta de utilidad traer a colación 
lo que la Corte, en un Sala de Casación Penal, ha dicho al respecto, en los siguientes 
términos:  
 
“El sujeto procesal, parte o interviniente, solamente puede interponer el medio de gravamen 
(con el correlativo derecho a que se estudie el fondo de su propuesta) en cuanto la decisión 
cuestionada, o la parte pertinente de ella, le hubiere causado un daño, un agravio, un 
perjuicio, pero medido este de manera real, material, efectiva, siempre de cara a los 
intereses que representa.” 

T2a 2019-00065 (S) - Derecho a la salud. Impugnación. Interés jurídico para 
recurrir. Se tiene si la decisión fue desfavorable 
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TEMAS: DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / NOTIFICACIÓN DE LA 
RESPUESTA / COMPETENCIA A PREVENCIÓN / SALVO CASOS ESPECIALES, 
CUALQUIER JUEZ ESTÁ HABILITADO PARA CONOCER DE LAS ACCIONES DE 
TUTELA. 
 
… es necesario recordar que las normas que en principio determinan la competencia en 
materia de tutela son el artículo 86 de la Constitución Política, y el artículo 37 de Decreto 
2591 de 1991, concretamente este último nos dice que: “Son competentes para conocer de 
la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde 
ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.”.  
 
En ese orden de ideas, no puede la Sala pasar por alto que los cánones previamente 
aludidos llevan implícita una regla de competencia “a prevención”, la cual nos quiere indicar, 
en términos prácticos, que cualquier autoridad judicial debería estar habilitada para impartir 
justicia en el caso concreto, siempre y cuando se respete el factor territorial de competencia, 
que sin duda alguna está acreditado en este caso… 
 
De igual manera, es importante precisar que el Alto Tribunal ha mantenido vigente una línea 
de pensamiento que consiste en afirmar que los postulados del Decreto 1983 de 2017, que 
entró a modificar algunos artículos del Decreto 1069 de 2015, no son más que unas pautas 
genéricas de reparto que de ninguna manera pueden ser interpretadas como reglas 
específicas de competencia de los jueces de tutela, salvo los casos de competencia especial 
establecidos por el legislador en la norma… 
 
… el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte 
de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar 
que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante: “c) La respuesta debe 
cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de 
manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario… 

T2a 2019-00065 (S) - Derecho de petición. Requisitos. Notificación de la 
respuesta. Competencia a prevención para conocer de las tutelas 
 
 
TEMAS: DERECHO DE PETICIÓN / SU IMPORTANCIA Y GARANTÍA RADICA EN 
UNA PRONTA RESPUESTA / CON INDEPENDENCIA DE SI ES FAVORABLE O NO AL 
PETICIONARIO / COBRO DE AUXILIOS DEL ICETEX / IMPROCEDENCIA DE LA 
TUTELA PARA DEBATIR ASUNTOS DE ÍNDOLE ECONÓMICA / SALVO QUE EXISTA 
PERJUICIO IRREMEDIABLE. 
 
En el caso que ocupa la atención de esta Sala, se considera atinada la decisión de abordar 
la problemática a partir del derecho fundamental de petición, porque como pasará a verse, el 
tenor literal de la norma que regula dicha garantía, nos enseña que cualquier persona tiene 
a su mano la posibilidad de impetrar peticiones ante las autoridades, pero de ninguna 
manera ordena o hace referencia al deber que tiene esa autoridad de acogerse o aceptar los 
requerimientos del solicitante… 
 
En concordancia con lo anterior, debemos recordar que el artículo 23 de nuestra 
Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 
resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo 
son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y 
a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de 
manera individual o colectiva.   
 
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance 
e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la 
autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que 
sea favorable o desfavorable… 
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Aunado a lo anterior, no podemos perder de vista que el mecanismo de amparo 
constitucional no está diseñado para debatir asuntos de índole económica, a no ser que se 
acuda a este con el fin de evitar la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que 
amerite la intervención del Juez constitucional, lo que de entrada debe decirse, no se 
advierte en este caso, pues aunque el libelista hizo referencia a varias circunstancias que 
supuestamente lo ubican en una condición de debilidad manifiesta, dentro de su escrito no 
sustenta debidamente que con el actuar de la entidad demandada se le haya causado o se 
le vaya a causar un perjuicio irremediable que amerite la intervención de este Juez 
constitucional… 

T2a 2019-00068 (S) - Derecho de petición. Pronta respuesta, favorable o no. 
Solicitud de cobro a ICETEX. Improcedencia de la tutela 
 
 
TEMAS: SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD 
LABORAL / OBLIGACIÓN DEL INTERESADO DE PRESENTAR LA DOCUMENTACIÓN 
COMPLETA / SO PENA DE ENTENDERSE DESISTIDA LA PETICIÓN. 
 
… el interés de la parte accionante consiste en que Colpensiones proceda a asignar fecha 
para la calificación de la pérdida de capacidad laboral. No obstante, la recurrente debe tener 
en cuenta que si la entidad que acciona no ha fijado fecha para la realización de la 
valoración, se debe precisamente a que ella, al momento de impetrar sus solicitudes, al 
parecer no ha aportado la documentación completa que para tal fin se requiere. 
 
Ahora bien, es menester aclarar que la exigencia de Colpensiones de subsanar y completar 
la solicitud para la calificación, pese a los dichos de la accionante, no es desproporcionada o 
arbitraria, pues la administradora de pensiones actuó conforme a lo consagrado en el 
artículo 17 de la Ley 1755 de 2017, “por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental 
de Petición…”. 
 
De igual modo, vemos como el inciso 3º del artículo en cita refiere que, si en el mencionado 
término el peticionario no completa su solicitud conforme a lo requerido por la autoridad 
competente, se entenderá que tácitamente desistió de su petición… 
 
Como viene de verse, no existe prueba de que Colpensiones esté dilatando de manera 
injustificada la solicitud de la señora MARÍA DEL CARMEN, sino que por el contrario está 
dando cumplimiento al conducto regular establecido por la ley para los casos en que se 
presentan peticiones incompletas y esta documentación no es aportada por el peticionario 
dentro del término establecido. 

T2a 2019-00069 (S) - Seguridad social. Calificación PCL. Es obligación del 
interesado presentar la documentación completa 
 
 
TEMAS: SEGURIDAD SOCIAL / PAGO DE INCAPACIDADES / PRINCIPIO DE 
SUBSIDIARIEDAD / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / 
DISTRIBUCIÓN DE SU PAGO EN EL TIEMPO / DESDE EL DÍA 181 HASTA EL 540 
CORRESPONDE A LAS ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES. 
 
Como quiera que lo pretendido por la accionante está enfocado de manera principal a 
obtener por vía de tutela el pago de unas prestaciones económicas, derivadas de las 
incapacidades otorgadas por sus médicos tratantes, y que según afirma no han sido 
pagadas oportunamente por parte de la AFP Colpensiones, es importante establecer si para 
el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la tutela.  
 
Con respecto a lo anterior, debe tenerse en consideración que si bien es cierto, en principio 
se podría afirmar que no es procedente acudir a esta acción constitucional para reclamar el 
pago de las prestaciones económicas pretendidas…, lo que iría en detrimento del requisito 
general de subsidiariedad que caracteriza este tipo de proceso; esta Sala, en concordancia 
con los lineamientos trazados ampliamente por la Corte Constitucional a nivel 
jurisprudencial, es del criterio que el mecanismo de amparo sí es procedente cuando existe 
una amenaza latente contra los derechos fundamentales de quien la invoca, lo cual es 
fácilmente presumible en el caso que nos concita, si tenemos en cuenta que la pretensión se 
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contrae al pago de unos auxilios destinados a sufragar las necesidades mínimas y básicas 
de una persona que ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo, los cuales 
se constituyen lógicamente en su única fuente de ingresos. (…) 
 
Teniendo claro lo anterior, con el fin de dirimir la polémica, la Sala debe recordar como 
primera medida que, según la normativa vigente el pago de las incapacidades corresponde 
i) al empleador los primeros dos días; ii) a partir del día tercero y hasta el 180 corresponde a 
la entidad promotora de salud; iii) desde el día 181 corresponde a la Administradora de 
Pensiones que en este caso es Colpensiones hasta el día 540, siempre y cuando la EPS 
haya expedido el respectivo concepto de rehabilitación, requisito sin el cual estará 
condenada a continuar con dicho pago hasta tanto cumpla con esa obligación, así lo 
establece el artículo 142 del Decreto 019 de 2012; y vi) desde el 541 en adelante 
nuevamente se abre paso a la obligación de la EPS. 
 
Ahora, si trasponemos lo anterior al certificado de incapacidades entregado por la EPS, se 
puede concluir con certeza que como las mismas ya superaron los 180 días desde el 3 de 
febrero del año que transcurre, obviamente, y teniendo en cuenta que la EPS remitió 
oportunamente el concepto de rehabilitación con destino a la AFP Colpensiones, le 
corresponde a esta última el pago de los ciclos de incapacidad iniciados a partir de esa 
fecha hasta el día 540.   

T2a 2019-00072 (S) - Seguridad social. Pago incapacidades. Días 181 a 540 
incumbe a la AFP. Procedencia excepcional de la tutela 
 
 
EMAS: DERECHO AL BUEN NOMBRE / PROPÓSITO DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
/ PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / VALORACIÓN PROBATORIA / SE DENIEGA EL 
AMPARO. 
 
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción 
constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que 
brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de 
los derechos fundamentales que se le reconocen. 
 
“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones 
de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un 
derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro 
mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del 
derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta 
eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas 
específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente 
a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo 
señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un 
medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se 
la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” (…) 
 
… la Sala concluye que en el presente asunto, en momento alguno se le vulneraron al 
accionante los derechos fundamentales al buen nombre y a la honra, por cuanto no se 
avizora que el demandado haya actuado con Animus Injuriandi o Animus Nocendi en todo lo 
que dijo en su intervención ante el Consejo Municipal. 

T2a 2019-00076 (S) - Derecho al buen nombre. Propósito de la acción de tutela. 
Valoración probatoria. Se deniega el amparo 
 
 
TEMAS: DERECHO AL TRABAJO / ES DE RANGO FUNDAMENTAL / INVOLUCRA 
EL DERECHO A PONER FIN A UNA RELACIÓN LABORAL / Y LA OBLIGACIÓN DEL 
EMPLEADOR DE ACEPTAR LA RENUNCIA / NO ES EXIMENTE QUE LA RENUNCIA SE 
JUSTIFIQUE O MOTIVE. 
 
… el derecho al trabajo está consagrado en el artículo 25 Superior como una prerrogativa de 
rango fundamental, susceptible, naturalmente, de protección por medio de la acción de 
tutela, el cual, en concordancia con el artículo 26 Ejusdem, tiene que ver con la posibilidad 
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que le asiste al ser humano de desarrollar de manera libre su proyecto de vida, por medio 
del ejercicio de una labor o actividad a través de la cual prodigarse su congrua subsistencia, 
y desenvolverse positivamente en el engranaje de la sociedad, eligiendo de manera 
consciente y autónoma la profesión u oficio en el cual se habrá de llevar a cabo dicho 
propósito; lo que a su vez, involucra la facultad decisoria de modificar o poner fin a las 
etapas o ciclos que en el trayecto de ese plan se van presentando. (…) 
 
En concordancia con lo anterior, el artículo 2.2.11.1.3 del Decreto 648 de 2017, “Por el cual 
se modifica y adiciona el Decreto 1083 de 2015, Reglamentario Único del Sector de la 
Función Pública”, estipula lo siguiente:  
 
“Toda persona que sirva un empleo de voluntaria aceptación puede renunciarlo libremente 
en cualquier tiempo”. (…) 
 
… contrario a lo sostenido por este último (el empleador), así como por el Juez de instancia, 
los mismos (los escritos de renuncia) son una perfecta manifestación de la voluntad 
espontánea e inequívoca de la señora Jasbleidy Jhoana Agredo Campos para separarse del 
servicio prestado a la Unidad de Aeronáutica Civil, razón por la cual no se encuentra 
justificación alguna para que la encartada se niegue a acceder a ese propósito y la obligue a 
mantener vinculada a un empleo en el que no desea continuar.  
 
Frente a este punto, la Máxima Autoridad Constitucional, en correlación con lo dicho por el 
Consejo de Estado, ha expuesto lo siguiente: 
 
“… dicha Corporación judicial ha expresado que “no existe en el ordenamiento jurídico una 
disposición que impida al dimitente exponer las razones o motivos que lo indujeron a tomar 
la determinación de desvincularse del servicio público”, motivo por el cual debe entenderse 
que la práctica anteriormente referida se encuentra completamente injustificada, sobre todo 
cuando esta misma autoridad judicial ha indicado que las afirmaciones que el trabajador 
pueda hacer en relación con las condiciones en que se retiró del servicio público, no 
constituyen por sí mismas ningún vicio de la voluntad y, por tanto, no invalidan el acto 
administrativo que la acepta”. 

T2a 2019-00087 (S) - Derecho al trabajo. Implica el derecho a renunciar. No es 
razón válida para no aceptarla, que se haya motivado 
 
 
TEMAS: DERECHO A LA SALUD / PRESCRIPCIÓN DE TRATAMIENTO / 
AUTONOMÍA DEL MÉDICO TRATANTE PARA ORDENARLO / LA EPS PUEDE 
NEGARLO SÓLO SI EL MISMO PONE EN PELIGRO LA VIDA O LA SALUD DEL 
PACIENTE. 
 
… la parte accionante pretende que a través de este mecanismo constitucional se impartan 
las órdenes necesarias para que la ARL Positiva Compañía de Seguros, proceda a autorizar 
las 12 sesiones de láser especializado para lesiones pigmentadas de tipo Q-Swiched Revlite 
que le fueron prescritas por la dermatóloga tratante…, las cuales a la fecha no han sido 
autorizadas por la accionada bajo el argumento de que la solicitud no es pertinente 
conforme al concepto de la Junta Médica debido a que no se demostró que el accionante 
presentara una sintomatología a cuerpo extraño. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, y para poder dar solución al problema jurídico planteado, es 
pertinente remitirnos a lo que ha dicho la Corte frente al concepto del médico tratante, 
indicando que este es el único capaz de determinar cuál tratamiento, medicamento o 
procedimiento resulta idóneo para garantizar la salud del paciente puesto que es el galeno 
tratante, quien ha tenido una relación directa con el paciente y por lo tanto conoce de 
manera detallada su condición frente a determinada patología. (…) 
 
Aclarado lo anterior, y llevándolo al caso concreto encuentra esta Sala que en el presente 
asunto existe una especie de confrontación frente a lo ordenado por la dermatóloga tratante 
y lo concluido por la Junta Médica con respecto a la realización de las sesiones de láser 
para lesiones pigmentadas de tipo Q-Swiched Revlite que le fueron ordenadas al 
accionante, y si bien es cierto, la Corte Constitucional ha establecido que en determinadas 
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ocasiones las entidades de salud pueden negar la práctica de un tratamiento médico, 
cuando el mismo ponga en riesgo la salud y la vida del paciente; sin embargo, en el sub 
examine no hay lugar a aplicar esta excepción… 

T2a 2019-00155 (S) - Derecho a la salud. Tratamiento médico. Autonomía del 
médico tratante. Puede negarse si peligra vida o salud del paciente 
 
 
TEMAS: SEGURIDAD SOCIAL / PAGO DE INCAPACIDADES / PROCEDENCIA 
EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / DEBE 
VALORARSE EN CADA CASO CONCRETO / LA VULNERACIÓN SUCESIVA EN EL 
TIEMPO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES JUSTIFICA LA DEMORA EN 
RECLAMAR. 
 
Como quiera que lo pretendido por el accionante, está enfocado en obtener por vía de tutela 
el pago de unas prestaciones económicas, derivadas de las incapacidades otorgadas por 
sus médicos tratantes, y que según afirma no han sido pagadas oportunamente por parte de 
la AFP Colpensiones, es importante establecer si para el caso concreto se cumple con los 
requisitos de procedibilidad de la tutela.  
 
Con respecto a lo anterior, debe tenerse en consideración que si bien es cierto, en principio 
se podría afirmar que no es procedente acudir a esta acción constitucional para reclamar el 
pago de las prestaciones económicas pretendidas (auxilios por concepto de incapacidades 
médicas), al existir otros mecanismos de defensa judicial, lo que iría en detrimento del 
requisito general de subsidiariedad que caracteriza este tipo de proceso, esta Sala, en 
concordancia con los lineamientos trazados ampliamente por la Corte Constitucional a nivel 
jurisprudencial, es del criterio que el mecanismo de amparo sí es procedente cuando existe 
una amenaza latente contra los derechos fundamentales de quien la invoca, lo cual es 
fácilmente presumible en el caso que nos concita, si tenemos en cuenta que la pretensión se 
contrae al pago de unos auxilios destinados a sufragar las necesidades mínimas y básicas 
de una persona que ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo, los cuales 
se constituyen lógicamente en su única fuente de ingresos. (…) 
 
Por otro lado, en lo que al presupuesto de inmediatez concierne, considera la Corporación 
que la Juez de primer grado no fue del todo acertada, porque si bien es cierto las 
incapacidades reclamadas tuvieron su origen desde el mes de enero del año anterior, no 
podemos desconocer que las mismas se han prolongado en el tiempo y que aún se 
mantienen vigentes porque se han venido prorrogando de manera ininterrumpida. En ese 
orden de ideas, aunque quien acude a la querella de amparo debe hacerlo dentro de un 
límite temporal razonable entre el hecho que dio origen a la conculcación de los derechos 
invocados y la activación del mecanismo constitucional, es deber del Juez entrar a evaluar 
los motivos por los cuales dicha situación se presenta, pues teniendo en cuenta que este 
mecanismo lo que procura es brindar protección efectiva a los derechos de los ciudadanos, 
y que en muchos casos la vulneración de un derecho fundamental se puede dar de forma 
sucesiva en el tiempo, se le ha conferido entonces al Juez constitucional, como ya se dijo, la 
difícil tarea de que en cada caso concreto y antes de declarar la improcedencia de la tutela, 
evalúe los motivos por los cuales el peticionario no había solicitado antes la protección 
judicial. (…) 
 
Para la Sala entonces, dejando de lado los excesos de ritualidad y formalismo, y teniendo 
como punto de partida las condiciones de debilidad manifiesta que cobijan al señor Rubén 
Bedoya Zapata, y especialmente que la vulneración alegada se ha postergado en el tiempo, 
es plausible afirmar que en este específico caso sí se supera el test de procedibilidad frente 
los dos aspectos principales que la determinan, esto es, la subsidiariedad y la inmediatez. 

T2a 2019-00156 (S) - Seguridad social. Pago incapacidades. La violación 
sucesiva de los derechos justifica no cumplir inmediatez 
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